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Considero que el presente expediente tiene especial relevancia debido a que recientemente se 
ha aprobado la Ley N° 31112, el cual establece el control previo de operaciones de concentración 
empresarial; y mediante la cual se derogó la Ley 26876 – Ley Antimonopolio y Antioligopolio del 
Sector Eléctrico. De esta manera, mi elección del presente expediente se encuentra justificada 
en el hecho de que, una vez que entre en vigencia la Ley antes mencionada, se necesitará de 
profesionales que cuenten con conocimiento tanto del lado corporativo de una fusión y 
adquisición, así como del lado regulatorio, referido al control de concentraciones. En atención a 
lo antes mencionado, el objetivo principal de la investigación materia del presente es, en primer 
lugar, profundizar en la definición de operación de concentración en el Perú, así como del 
concepto de control. Del mismo modo, en segundo lugar, es determinar la necesidad del respeto 
de los principios del derecho administrativo sancionador para un eficaz procedimiento 
sancionador. Se utilizaron como principales métodos de interpretación jurídicos para poder 
arribar a las conclusiones pertinentes, los métodos de interpretación literal, teleológico y 
sistemático a través de la comparación con otras normas, ya sean nacionales o de derecho 
comparado. Ello en relación a que la interacción entre los distintos métodos de interpretación 
permite un análisis que le otorgará mayor riqueza a las conclusiones, teniendo en especial 
consideración que nacionalmente no poseemos mucho desarrollo tanto normativo como 
doctrinario respecto de un régimen de control de concentraciones. La conclusión principal del 
presente informe es que INDECOPI tuvo un criterio correcto al momento de determinar que se 
debía imponer la sanción, ya que el acto realizado lo ameritaba, sin embargo, finalmente, la 
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I. INTRODUCCIÓN - INFORMACIÓN GENERAL DEL EXPEDIENTE 
 
Denunciante : De oficio 
Denunciado : Enel S.P.A 
Materia : Libre Competencia – Control de Concentraciones 
N° Expediente : 0622-2010/SC1 
Origen : INDECOPI 
 
El presente expediente tiene como principales áreas del derecho las siguientes: 
 
▪ Libre Competencia 
▪ Societario 
▪ Administrativo Sancionador 
▪ Internacional Público 
 




1. Endesa S.A. (en adelante, “Endesa”) es una compañía española, la cual desde los años 
90 opera en la República del Perú a través de sus subsidiarias Empresa Eléctrica de Piura 
S.A. (en adelante, “Eepsa”), Edegel S.A.A. (en adelante, “Edegel”) y Edelnor S.A.A. (en 
adelante, “Edelnor”). 
 
2. En el año 2007, Enel S.P.A. (en adelante, “Enel”) y la empresa Acciona S.A. (en adelante, 
“Acciona”) eran, directa o indirectamente, accionistas de Endesa, con una participación en 
el accionariado del mismo de 9,993% y del 21,036% respectivamente. De esta forma, 
ninguna de las antes mencionadas compañías ejercía control sobre Endesa. 
 
3. Con fecha 26 de marzo de 2007, Enel y Acciona suscribieron el documento denominado 
“Acuerdo sobre acciones de Endesa S.A.” (en adelante, “Acuerdo Inicial”), en virtud del 
cual se obligaron a formular una oferta pública de adquisición (“OPA”) conjunta sobre las 
acciones de Endesa, y a su vez acordaron un proyecto de gestión conjunta de Endesa en 
caso la OPA resulte positiva. 
 
4. La OPA fue autorizada por la Comisión Nacional del Mercado de Valores de España con 
fecha 25 de julio de 2007, lo que tuvo como resultado que Enel eleve su participación en 
Endesa a poco más del 67% del capital; mientras que Acciona elevaría su participación a 




5. Como parte del Acuerdo Inicial, Enel concedió a Acciona una opción de venta de sus 
acciones, en virtud de la cual Acciona tendría el derecho de transmitir a Enel la totalidad 
de las acciones de Endesa que sean de su titularidad, anticipando posibles conflictos que 
pudieran derivar del control conjunto que ejercían. 
 
6. Con fecha 20 de febrero de 2009, Enel y Acciona, junto con sus respectivas subsidiarias, 
suscribieron el documento denominado “Contrato de Compraventa de Acciones y 
Transmisión de Activos entre Acciona, Finanzas Dos, S.A., Enel, Enel Energy Europe, SrL 
y Endesa (en adelante, el “Contrato de Compraventa de Acciones”). 
 
7. En virtud del Contrato de Compraventa de Acciones, se convino en ejercer la opción de 
venta, sujeto al cumplimiento de determinadas condiciones suspensivas, dentro de las 
cuales se incluía la obtención de las autorizaciones sin condiciones que correspondan de 
las autoridades de defensa de la competencia, sean nacionales o comunitarias. 
 
8. Asimismo, se pactó que una vez que se cumplan con las condiciones suspensivas antes 
referidas, se fijaría la fecha de formalización de la transferencia dentro de los quince (15) 
días siguientes a la constancia de cumplimiento de las condiciones suspensivas. 
 
9. Como parte del Contrato de Compraventa de Acciones, con fecha 21 de abril de 2009, 
Enel notificó a la Comisión de Defensa de la Competencia de INDECOPI (en adelante, la 
“Comisión”) la operación que se estaba llevando a cabo, dando cumplimiento con ello a la 
Ley N° 26876 – Ley Antimonopolio y Antioligopolio del Sector Eléctrico (en adelante, la 
“Ley de Concentraciones”). Se informó que la fecha tope para el cumplimiento de todas 
las condiciones suspensivas en el Contrato de Compraventa de Acciones era el 20 de 
agosto de 2009. 
 
10. Con fecha 18 de junio de 2009, Enel y Acciona, junto con sus sendas subsidiarias, 
comunicaron que se habían cumplido todas las condiciones suspensivas del Contrato de 
Compraventa Acciones, por lo que fijaban como fecha para la ejecución del mismo el 25 
de junio de 2009.  
 
11. En la medida que en la fecha de cierre pactada la Comisión aún no había emitido la 
resolución correspondiente autorizando la operación sin condicionamientos, en la sesión 
de Consejo Directivo de Endesa Latinoamérica S.A., empresa holding a través de la cual 
se ejerce el control indirecto en Eepsa, Edegel y Edelnor, de fecha 22 de junio de 2009, 
se acordó que la operación no produciría los efectos legales propios de una concentración, 




12. Para poder dar cumplimiento de ello, se acordó que en las sociedades peruanas, en tanto 
no se obtenga la autorización por parte de la Comisión, (i) no se modificarían los órganos 
de administración de dichas sociedades; (ii) no se alterará la política comercial de dichas 
sociedades; ni (iii) en forma general, se efectuará acto alguno que implique modificar la 
estructura de control vigente en las sociedades del Grupo Endesa ubicadas en el Perú. 
 
13. Tanto el 15 como el 18 de junio de 2009, Enel, Acciona y Endesa notificaron a la Comisión 
Nacional del Mercado de Valores de España, dando cuenta de la fecha de cierre, la 
ejecución del acto jurídico de transferencia de acciones materia del Contrato de 
Compraventa de Acciones y los cambios producidos en la conformación del Consejo 
Directivo de Endesa. 
 
14. En paralelo, el día 25 de junio de 2009, Eepsa, Edegel y Edelnor comunicaron, por 
separado, a la Comisión Nacional Supervisora de Empresas y Valores (en adelante, 
“Conasev”), lo acontecido en España, es decir, el cambio de control de Endesa. En dichos 
documentos se hizo expresa referencia a que los efectos de la referida operación se 
encontraban sujetos a los requisitos que fuesen aplicables bajo la legislación peruana. 
 
15. Con fecha 2 de julio de 2009, la Secretaría Técnica de la Comisión emitió un informe en el 
cual concluye que la operación no implica el ingreso de un nuevo agente al mercado 
eléctrico, y en la medida de ello, recomendaba a la Comisión autorizar sin 
condicionamientos la operación notificada. 
 
16. Del mismo modo, el Ministerio de Energía y Minas (en adelante, “Minem”) y el Organismo 
Supervisor de la Inversión en Energía y Minería (en adelante, “Osinergmin”) emitieron su 
opinión favorable respecto de la aprobación de la operación, en la medida que el desarrollo 
de actividades en el sector eléctrico peruano no se vería afectado. 
 
17. En el mismo sentido, con fecha 16 de julio de 2009, la Comisión emitió la Resolución N° 
058-2009/CLC-INDECOPI, mediante la cual se indicó lo siguiente: 
 
a) Que correspondía notificar a la Comisión y solicitar la respectiva autorización en la 
medida que se está adquiriendo una compañía que actúa indirectamente como 
generador y distribuidor de energía a través de tres (03) empresas, con una 
participación aproximada de 24% en el mercado. 
 
b) La operación resulta eficiente en la medida que el nuevo accionista solo se dedica 
al rubro de energía, lo que disminuye los costos de coordinación o convencimiento 
al anterior accionista Acciona, que no solo se dedicaba a dicho rubro; así como una 




c) Sin perjuicio de ello, no se encuentra acreditado el hecho de que la toma de control 
de Enel generará el desarrollo de proyectos de energía renovable en el Perú, como 
se había señalado en la solicitud de autorización. 
 
d) No existe un cambio en las condiciones de competencia en el mercado, ya que Enel 
operará a través de las mismas empresas a través de las cuales opera Endesa. 
 
e) En el mercado de precios regulados – generadores a distribuidores – no existe un 
incremento de la concentración. No obstante ello, la fijación administrativa de 
precios disciplinaría cualquier intento de abusar de una posición de dominio en el 
mercado. 
 
f) En el mercado de clientes libres, el índice de concentración no varía, ya que no 
implica el incremento o disminución del número de agentes independientes que 
participa en el mercado. 
 
g) En conclusión, no se generaría facilidades para el ejercicio de poder de mercado 
y/o la realización de prácticas colusorias, por lo que corresponde autorizar la 
operación sin condicionamientos. 
 
18. No obstante la aprobación de la operación, con anterioridad a la fecha de dicha resolución, 
mediante Resolución N° 051-2009/CLC-INDECOPI de fecha 9 de julio de 2009, la 
Comisión inició un procedimiento administrativo sancionador en contra de Enel, por haber 
realizado una operación de concentración luego de haber solicitado la autorización de la 
Comisión, pero antes de que autorice la misma.  
 
2.2 Inicio del Procedimiento Administrativo Sancionador  
 
1. Mediante Resolución N° 051-2009/CLC-INDECOPI de fecha 9 de julio de 2009, la 
Comisión inició un procedimiento administrativo sancionador en contra de Enel, por haber 
realizado una operación de concentración luego de haber solicitado la autorización de la 
Comisión, pero antes de que se otorgue la autorización. Para ello se arguyó que con fecha 
25 de junio de 2009, Enel y Acciona habrían realizado la transmisión de las acciones 
contemplada en el Contrato de Compraventa de Acciones, en la medida que con dicha 
fecha comunicaron de ello a la Comisión Nacional del Mercado de Valores de España. 
 
2. En la medida que la Comisión contaba con plazo para autorizar la operación hasta el 16 
de julio de 2009, y la transferencia se habría realizado con fecha 25 de junio de 2009, 
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fecha a la cual todavía no se otorgaba la autorización correspondiente, entonces 
correspondería iniciar un procedimiento administrativo sancionador contra Enel. 
 
3. Mediante escrito de fecha 6 de diciembre de 2009, Enel presentó sus descargos 
respectivos frente al cargo imputado por la Comisión. En este sentido, argumentó lo 
siguiente: 
 
a) Cuestión Previa 
 
▪ Que debe definirse control como la capacidad para influir, de manera 
preponderante y decisiva, en las decisiones estratégicas y comerciales 
relevantes de la empresa o las empresas afectadas, identificando ellas, entre 
otras, como el nombramiento de directivos, aprobación de presupuestos 
anuales y plan de negocios actuales. 
▪ Que debe definirse el acto u operación de concentración bajo la Ley de 
Concentraciones como aquel acto jurídico, en cualquiera de sus formas, que 
conlleva como consecuencia un cambio duradero y permanente, en la 
posibilidad o capacidad para influir, de manera preponderante y decisiva, en 
las decisiones estratégicas y comerciales relevantes de la empresa o 
empresas afectadas. 
▪ Que el principio de suspensión de la concentración tiene como propósito que 
no se ejerza de manera efectiva el control de una empresa hasta que la 




▪ Que la suspensión de la concentración se encuentra regulada en el artículo 
31 de la Ley de Concentraciones y en el artículo 112 del Decreto Supremo N° 
017-98-ITINCI – Reglamento de la Ley Antimonopolio y Antioligopolio del 
Sector Eléctrico (en adelante, el “Reglamento de la Ley de Concentraciones”). 
▪ Que la suspensión alcanza a los actos u operaciones de concentración y que 
la dispensa de la suspensión condicionada al no ejercicio de los derechos de 
voto salvaguarda el principio de suspensión de la concentración, es decir, que 
no se ejerza de manera efectiva el control mediante la operación. 
▪ Que la Ley de Concentraciones no otorga un mecanismo de dispensa de la 
suspensión para supuestos en específico, lo que si ocurre en el derecho 
comparado. 
▪ Que existe un principio del derecho consuetudinario internacional que regula 
el ámbito espacial de la norma, lo que significa que la ley doméstica se aplica 
únicamente en el lugar en que se promulga. 
▪ Que en relación a ello, se desarrolló la teoría de los efectos, la cual implica 
que las autoridades de la competencia locales puedan sancionar los efectos 
que determinadas operaciones realizadas en el extranjero puedan tener en 
su jurisdicción, es decir, se pueden restringir actos anticompetitivos ocurridos 
en el exterior si tiene efectos en el interior. 
 
1  Artículo 3.- Antes de realizar actos de concentración en las actividades de generación y/o de transmisión y/o de 
distribución de energía, con las condiciones y características establecidas en el párrafo siguiente, deberá 
solicitarse la autorización previa de la Comisión de Libre Competencia del Instituto Nacional de Defensa de la 
Competencia y de la Protección de la Propiedad Intelectual - INDECOPI, sin cuya aprobación no podrán 
realizarse, ni tendrán efecto legal alguno. 
Deberá solicitarse la autorización previa respecto de los actos de concentración que involucren, directa o 
indirectamente, a empresas que desarrollan actividades de generación y/o transmisión y/o distribución de energía 
eléctrica que posean previa o posteriormente al acto que originó la solicitud de autorización, de manera conjunta 
o separada, un porcentaje igual o mayor al 15% del mercado en los actos de concentración horizontal. En el caso 
de actos de concentración vertical, aquéllos que involucren, directa o indirectamente, a empresas que desarrollan 
actividades de generación y/o transmisión y/o distribución de energía eléctrica que posean previa o 
posteriormente al acto que originó la solicitud de autorización, un porcentaje igual o mayor al 5% de cualquiera 
de los mercados involucrados. 
 No será necesaria la autorización previa de la Comisión de Libre Competencia del INDECOPI, en los siguientes 
casos: 
a). Si la concentración importa, en un acto o sucesión de actos, la adquisición directa o indirecta de activos 
productivos de un valor inferior al 5% del valor total de los activos productivos de la empresa adquirente, 
calculados de acuerdo a los criterios que se establezcan en el Reglamento de la presente Ley, tomando en 
consideración la influencia y las condiciones de competencia en el mercado. 
 b). Si la concentración implica, en un acto o sucesión de actos, la acumulación directa o indirecta por parte del 
adquirente de menos del 10% del total de las acciones o participaciones con derechos a voto de otra empresa. 
No obstante lo expuesto, se requerirá necesariamente de autorización, si el acto de concentración permite 
adquirir el control directo o indirecto de la empresa que desarrolla alguna de las actividades eléctricas 
mencionadas.  
2    Artículo 11.- Efecto de la Notificación. Una vez notificada, la Operación de Concentración no podrá ser 
consumada ni alcanzar efecto legal alguno, oponible ante las autoridades correspondientes o terceras Personas, 
en tanto no se dicte la resolución correspondiente, de acuerdo a lo dispuesto por los Artículos 18 o 25 del presente 
Reglamento según fuere el caso. Dicha Notificación no importa prejuzgamiento u opinión por parte de la Comisión 
o de la Secretaría sobre los méritos de la concentración, o de la existencia de posibles infracciones al Decreto o 
cualquier otra norma aplicable. 
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▪ Que de acuerdo a normas de derecho internacional privado, las sociedades 
se rigen por las normas de donde fueron constituidas y las obligaciones por 
la ley que escojan las partes. 
▪ Que la aplicación de la teoría de los efectos no es ajena al derecho de 
competencia peruano, ya que el artículo 43 del Decreto Legislativo N° 1034 – 
Ley de Represión de Conductas Anticompetitivas, reconoce expresamente la 
misma. 
▪ Que la teoría de los efectos no sujeta o condiciona la realización de conductas 
en el extranjero, sino únicamente valora los efectos de tales conductas en la 
competencia local. 
▪ Que el artículo 94 de la Ley de Concentraciones reconoce la teoría de los 
efectos. 
▪ Que la Comisión solo se encuentra facultada para evaluar los efectos que 
tendría la operación en jurisdicción peruana y sancionar ello si los efectos 
resultan anticompetitivos, mas no se encuentra facultada para cuestionar la 
validez del acto jurídico que se rige bajo las normas de donde se celebró. 
▪ Que el artículo 3 de la Ley de Concentraciones y el artículo 11 del Reglamento 
de la Ley de Concentraciones deben interpretarse de manera que se 
salvaguarde el principio general de territorialidad, de manera que no se 
entienda que condicionan actos jurídicos celebrados en el extranjero. De esta 
manera, la prohibición de consumación del acto jurídico debe entenderse 
únicamente para aquellos actos celebrados bajo ley peruana; y la 
consecuencia legal de privar los efectos a los actos jurídicos resultaría 
aplicable para aquellos celebrados en el extranjero. 
▪ Que únicamente dicha interpretación es coherente con los demás principios 
de la Ley de Concentraciones y su reglamento.    
 
b) Fundamentos de Descargo 
 
▪ Que el artículo 65 de la Ley de Concentraciones no puede ser interpretado de 
tal forma que se sostenga que resulta punible el mero perfeccionamiento de 
 
3  Artículo 4.- Ámbito de aplicación territorial.- La presente Ley es de aplicación a las conductas que produzcan 
o puedan producir efectos anticompetitivos en todo o en parte del territorio nacional, aún cuando dicho acto se 
haya originado en el extranjero. 
 
4      Artículo 9.- Quedan comprendidos dentro del ámbito de la presente Ley, aquellos actos de concentración que 
no obstante realizarse en el extranjero, involucren directa o indirectamente a empresas que, desarrollan 
actividades de generación y/o de transmisión y/o de distribución de energía eléctrica en el territorio nacional. 
5  Artículo 6.- La Comisión de Libre Competencia del INDECOPI podrá imponer a las personas o empresas a que 
se refiere el Artículo 4 de la presente Ley, multas por un importe no mayor a 500 UIT cuando: omitan la 
presentación de la solicitud de autorización de un acto de concentración antes de ser efectuado, suministren 
datos inexactos en la solicitud presentada o en respuesta a los requerimientos de la Comisión, o no proporcionen 
la información dentro de los plazos establecidos. 
  
      Sin perjuicio de lo señalado en el párrafo precedente, la Comisión podrá importar multas de hasta el 10% de las 
ventas o ingresos brutos percibidos por las empresas que desarrollan alguna actividad eléctrica en el territorio 
10 
 
un acto jurídico celebrado en el extranjero sin considerar si ha surtido efectos 
en el territorio nacional. 
▪ Sostener lo contrario a lo anterior resultaría lesivo para los principios básicos 
del derecho administrativo sancionador, tales como el principio de 
razonabilidad, de legalidad y tipicidad. 
▪ Que, en dicha línea, la administración se encuentra impedida de imponer una 
sanción que no se encuentra expresamente determinada, lo que no sucede 
teniendo en consideración la interpretación adecuada de los supuestos de 
hecho. 
▪ Que la Ley de Concentraciones y el Reglamento de la Ley de 
Concentraciones no tipifican como sanción el perfeccionamiento del acto de 
concentración sujeto a ley extranjera, por lo que no corresponde la sanción, 
ya que resulta extensivo e ilegal concluir que resulta punible la celebración 
de un acto jurídico celebrado en el extranjero. 
▪ Que alargar la fecha establecida para el cierre de la operación para esperar 
la autorización de la Comisión podía llevar a un incumplimiento de Enel frente 
a Acciona, al ya haberse pactado el plazo en el cual debía de cerrarse el 
Contrato de Compraventa de Acciones. 
▪ Que las condiciones suspensivas hacían referencia únicamente a la 
aprobación de las autoridades de competencia nacionales – de España – y 
comunitarias – de la Unión Europea. 
▪ Que los asesores de Enel en Latinoamérica recomendaron que se tomaran 
las medidas del caso para que la operación no cause los efectos legales de 
una concentración sobre Eepsa, Edegel y Edelnor, antes del pronunciamiento 
de la Comisión. 
▪ Que se dispuso mediante sesión del Consejo de Administración de Endesa 
Latinoamerica S.A. – holding latinoamericana -, que en el Perú no se debía 
ejercer control sobre las empresas antes mencionadas. 
▪ Que en las comunicaciones respectivas a Conasev se indicó oportunamente 
que los efectos se encontraban condicionados a los requisitos que fuesen 
aplicables bajo legislación peruana. 
▪ Que entre los días 25 de junio de 2009 y 16 de julio no se ejerció control, tal 
como fue indicado. 
▪ Que la consecuencia legal de la norma peruana es la privación de los posibles 
efectos que podría ocasionar la operación de concentración en territorio 
 
nacional, involucradas directa o indirectamente en la concentración -en los términos establecidos en el Artículo 
3 de la presente Ley-, correspondientes al año inmediato anterior a la decisión de la Comisión, a las personas o 
empresas a que se refiere el Artículo 4 de la misma, que: realicen el acto de concentración omitiendo solicitar su 
autorización previa o lo lleven a cabo luego de presentada la solicitud pero antes de la decisión de la Comisión 
o del Tribunal, realicen un acto de concentración declarado incompatible por tener como efecto el disminuir, dañar 
o impedir la competencia y la libre concurrencia mediante decisión de la Comisión o no cumplan con las medidas 




nacional, lo que Enel cumplió, adoptando las precauciones exigibles y 
estrictamente necesarias. De esta manera, las medidas adoptadas impedían 
a Enel ejercer actos de control de manera efectiva. 
▪ Que debido a la aprobación del Minem, Osinergmin y la Comisión de la 
operación, aun en el negado supuesto que Enel haya realizado actos de 
control, dichos actos no afectarían las condiciones de competencia en el 
mercado peruano. 
 
4. Mediante Resolución N° 001-2010/CLC-INDECOPI, la Comisión de Libre Competencia de 
INDECOPI declaró fundado el procedimiento administrativo sancionador iniciado contra 
Enel, por lo tanto, informando a Enel que se le sancionaría con una multa de hasta mil 
(1,000) Unidades Impositivas Tributarias (UIT), tomando en consideración los siguientes 
argumentos: 
 
▪ Que el artículo 6° de la Ley de Concentraciones le otorga a la Comisión la 
facultad para sancionar. 
▪ Que el artículo 9° de la Ley de Concentraciones establece que se encontrarán 
comprendidos en su ámbito de aplicación aquellos actos de concentración 
que, no obstante realizarse en el extranjero, involucran directa o 
indirectamente a empresas que desarrollan actividades en el territorio 
nacional. 
▪ Que la Comisión Nacional de Mercado de Valores de España publicó con 
fecha 25 de junio de 2009 que se habría llevado a cabo la operación de 
concentración. 
▪ Que el denunciado ha aceptado que el acto de concentración ha ocurrido y 
que el mismo ocurrió de manera previa al pronunciamiento de la Comisión, 
por lo que corresponde sancionar. 
▪ Que, en relación al principio de territorialidad invocado, el artículo 9° de la Ley 
de Concentraciones, mediante la teoría de los efectos, extiende el ámbito de 
aplicación de la norma al extranjero. 
▪ Que no se colisiona con el principio de territorialidad invocado, ya que, en el 
caso de actos de concentración, los efectos son inmediatos, en la medida que 
se modifica la estructura de control de las empresas involucradas. De esta 
manera se adquiere la potestad de decidir si ejercer el control o no. 
▪ Que el artículo 6° de la Ley de Concentraciones establece como hecho 
sancionable el que se realice el acto de concentración antes del 
pronunciamiento y no señala que se deben evaluar los efectos que esta 
concentración traería consigo. 
▪ Que las acciones adoptadas por Enel para no ejercer control no evitan que 
se materialice la concentración, por lo que dichas acciones no son efectivas. 
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▪ Que tener en cuenta únicamente los efectos de la concentración, podría llevar 
a pensar, incluso, que dos empresas ubicadas en el territorio nacional pueden 
decidir concentrarse y no notificar si consideran que no realizarán cambios 
en su organización o funcionamiento. 
▪ En atención a lo anterior, no es necesario verificar los efectos en territorio 
nacional para determinar que la conducta de Enel es sancionable. 
▪ Que la multa establecida debe ser suficiente para disuadir la repetición de la 
conducta. 
 
5. Mediante apelación de fecha 03 de febrero de 2010, Enel presento sus descargos a la 
Resolución N° 001-2010/CLC-INDECOPI, indicando para ello lo siguiente6: 
 
a) Resumen Ejecutivo 
 
▪ La Comisión determinó que no se debió llevar a cabo la operación de 
concentración, sin importar bajo que ley se celebró o en que territorio. En la 
medida de esto, cualquier acto celebrado sin el permiso de la comisión 
constituiría un acto jurídico ineficaz. 
▪ Lo anterior significaría que disposiciones de una ley doméstica se aplicarían 
a actos jurídicos celebrados en el extranjero y sujetos a ley extranjera. Esto 
resultaría lesivo al principio de territorialidad y soberanía. 
▪ Que en la medida que la norma no prevé mecanismos de dispensa, se 
tomaron las previsiones que resultaban necesarias para evitar los efectos de 
la concentración en territorio nacional. 
▪ Que la manera en que se determinó la multa resulta asistemática e ilegal ya 
que la sanción llevaría a que empresas prefieran llevar a cabo 
clandestinamente una operación en la medida que la sanción es menor. 
▪ Que en la imposición de la sanción no se tomó en cuenta la graduación de la 
sanción, teniendo en consideración que no existía afectación a las 




▪ Que para la Comisión la modificación de la estructura de control es la 
consecuencia de un acto de concentración, cuando ello solo debe ser visto 
como un presupuesto fáctico a efectos de concluir si se ha producido un acto 
de concentración. 
 
6  En la presente sección solo se desarrollarán aquellos argumentos nuevos que esbozó el denunciado, en la 
medida que repitieron todos aquellos enumerados en el punto 3. del presente acápite. 
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▪ Que la Comisión ha concluido que realizar el acto de concentración luego de 
presentada la solicitud, pero antes de la respuesta de la Comisión, constituye 
una infracción más grave que el no notificarla en absoluto. 
▪ Que la Comisión solo tomó en consideración dos aspectos para la 
determinación de la sanción, los cuales son que la sanción debe disuadir la 
reincidencia; y que habría intencionalidad por parte de Enel al conocer la 
norma que prohibía el acto. 
 
c) La imputación es infundada: la Ley de Concentración no prohíbe la ejecución de 
actos jurídicos llevados a cabo en el extranjero y sujetos a ley extranjera sino 
únicamente la materialización de sus efectos en territorio peruano. 
 
▪ Que para analizar si ha ocurrido un acto de concentración, primero se debe 
verificar que ha ocurrido un acto de control. 
▪ Que el artículo 9° de la Ley de Concentraciones no extiende la aplicación 
territorial de la norma y no cuestiona la validez y eficacia del acto jurídico 
celebrado en el extranjero, sino solo evalúa, autoriza, condiciona o impide los 
efectos que el acto de concentración pueda tener en territorio nacional. 
▪ Que la Comisión ha interpretado que la Ley de Concentraciones prohíbe la 
materialización de actos jurídicos celebrados en el extranjero, lo que le 
otorgaría alcances extraterritoriales. 
▪ Que la interpretación de la Comisión vulnera principios del procedimiento 
administrativo general, como el de razonabilidad, proporcionalidad, legalidad 
y tipicidad. 
▪ Que la modificación permanente de la estructura de control de una empresa 
es un presupuesto fáctico que debe ser evidenciado para concluir que se ha 
producido un acto de concentración. 
▪ Que se pueden tomar medidas para que no se produzcan los efectos de una 
concentración. 
▪ Que Enel ha adoptado las previsiones necesarias para evitar ejercitar actos 
de control exclusivo. 
 
d) La sanción impuesta es nula por ser ilegal y desproporcional 
 
▪ Que la Comisión ha incurrido en múltiples vicios al momento de imponer la 
multa. 
▪ Que la Comisión ha interpretado, erróneamente, que la norma señala que 
para el caso de una empresa que realiza acto de concentración sin notificar, 
la multa límite es quinientos (500) UIT; mientras que para una empresa que 
realiza el acto de concentración luego de solicitar la autorización, pero de 
14 
 
manera previa a la respuesta de la Comisión, la multa máxima es el diez por 
ciento (10%) de las ventas o ingresos brutos percibidos en el año. 
▪ Que el segundo supuesto resulta más grave que el primero, teniendo en 
consideración los ingresos brutos de Enel. 
▪ Que no es jurídicamente posible que una misma conducta se encuentre 
tipificada en dos párrafos de una misma norma y con consecuencias jurídicas 
diferentes, en relación a la omisión de presentar la autorización del todo, la 
cual se podría sancionar con hasta quinientos (500) UIT; o hasta con el diez 
por ciento (10%) de los ingresos brutos del año. 
▪ Que el supuesto más grave de sanción solo calzaría para aquel supuesto en 
que no se notificó, o que se notificó, pero no se esperó la autorización, y hubo 
efectos negativos en la competencia. 
▪ Esta interpretación salvaguardaría la contradicción y guarda perfecta armonía 
con los objetivos perseguidos por la normativa de control de concentraciones. 
Pensar lo contrario llevaría a pensar que es preferible no notificar del todo. 
▪ Que solo puede ser sancionado el supuesto si es lesivo para las condiciones 
de competencia, lo que no ocurre en el presente supuesto. 
▪ Que toda duda respecto de la aplicación de la sanción debe ser resuelta  
en aplicación del principio de in dubio pro reo. 
▪ Que la Comisión no tomó en consideración los criterios de graduación que 
establece la norma administrativa para la aplicación de sanciones. En este 
sentido, lo siguiente: 
 
▪ La Comisión hizo una lectura parcial del principio de razonabilidad, sin 
tomar en cuenta los criterios de graduación de la sanción que deben 
ser tomados en cuenta de manera obligatoria. De esta manera, la 
Comisión solo tomó en consideración el criterio de intencionalidad. 
▪ Gravedad del daño al interés público y/o bien jurídico protegido: Es 
nulo, en la medida que el bien jurídico protegido es el correcto 
funcionamiento del proceso competitivo en el sector eléctrico peruano, 
y las autoridades correspondientes indicaron que la afectación no 
existía. 
▪ Perjuicio económico causado: No se ha causado un perjuicio 
económico y no existe potencialidad de causar tal perjuicio, conforme 
fue reconocido por las autoridades correspondientes. 
▪ No existe reincidencia o reiteración en la comisión de la infracción. 
▪ No se ha obtenido un beneficio como consecuencia de la alegada 
conducta infractora. 
▪ Circunstancia de comisión de la infracción: Se pueden enunciar hechos 
ajenos a la voluntad de Enel que gatillaron la obligación de fijar la Fecha 
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de Cierre de la Operación, como el cumplimiento anticipado de las 
respectivas condiciones suspensivas; así como se puede tomar en 
cuenta las acciones adoptadas por Enel para que no se materialice la 
concentración; y el  hecho de que la Comisión extendió al máximo 
posible el plazo para emitir la resolución de autorización 
correspondiente. 
▪ La Comisión presumió dolo en la actuación de Enel, lo cual no coincide 
con el actuar transparente de Enel para evitar los efectos propios de 
una concentración. 
▪ Que la administración pública debe procurar una correspondencia 
entre la infracción cometida y la obligación impuesta en el caso en 
concreto, evitando la imposición de medidas innecesarias o excesivas. 
 
▪ De acuerdo a jurisprudencia de la Comisión, la máxima sanción impuesta por 
esta ascendió a ciento cincuenta (150) UIT, ante un cierre de una operación 
de concentración, sin notificar. 
 
▪ El resultado de no graduar la sanción deviene en la nulidad del acto 
administrativo, ya que existe un defecto relevante en la finalidad del acto, que 
se traduce en no tomar en cuenta los elementos de valorización. 
 
6. Mediante Resolución N° 0794-2011/SC1 – INDECOPI (en adelante, la “Resolución”), se 
confirma la resolución de la Comisión en el extremo que sí se configuró el acto de 
concentración luego de presentada la solicitud, pero antes de la autorización respectiva. 
Ello en la medida que el acto de concentración y sus efectos se consuman 
automáticamente en territorio nacional en la medida que se verifique un cambio duradero 
y permanente en la estructura de control de las empresas afectadas. Sin perjuicio de ello, 
se reduce la multa y se impone una ascendente a cien (100) UIT, en la medida que la 
Comisión no tuvo en consideración los criterios de graduación de sanción, por lo tanto no 
existiendo motivación suficiente. 
 
7. Para efectos visuales y descriptivos, a continuación, se puede encontrar una línea de 






III. PROBLEMAS JURÍDICOS 
 
Expuestos todos los antecedentes y hechos jurídicamente relevantes del expediente, a 
continuación, se listarán los principales problemas jurídicos identificados: 
 
1. ¿Cuándo debe entenderse que ha ocurrido una “operación” o “acto” de concentración? 
 
2. ¿Las acciones adoptadas por parte de Enel resultaban razonablemente suficientes para 
determinar que actuaron conforme a lo que se esperaba y por ende no se ejerció un control 
efectivo? 
 
3. ¿Se vulneraron los principios de legalidad, tipicidad y razonabilidad del derecho 
administrativo sancionador en el trámite del procedimiento? 
 
4. ¿INDECOPI posee facultades extraterritoriales que le permite cuestionar actos celebrados 





IV. ANÁLISIS DE LOS PROBLEMAS JURÍDICOS 
 
4.1 Cuestión Previa 
 
4.1.1 Fundamento y objetivos de la libre competencia – sector eléctrico 
 
4.1.1.1 Sector eléctrico 
 
Para poder abordar de una manera precisa los problemas jurídicos recogidos en el presente 
informe, primero es necesario explicar cuál es el fundamento del Derecho de Libre Competencia, 
es decir, cual es el bien jurídico que se intenta proteger y cuál es la razón por el que dicho derecho 
debe de ser correctamente regulado. 
 
Para poder realizar ello, además, debe tenerse en especial consideración el mercado en el que 
nos encontramos. En este sentido, el mercado eléctrico es uno que se encuentra especialmente 
regulado y que posé aristas que lo hace particular frente a otros mercados que no se encuentran 
tan específicamente regulados. 
 
De esta manera, cabe preguntarnos inicialmente la razón particular por la cual el mercado 
eléctrico se encuentra regulado por una norma de control de concentraciones, siendo el único 
mercado que a la fecha del presente caso se encontraba regulado de tal manera. 
 
De esta manera, una de las razones que se señala, en relación a la racionalidad en 
concentraciones horizontales, es que la concentración entre generadores eléctricos reduciría la 
disputa por los clientes libres – término que será abordado posteriormente -, afectando 
indirectamente al mercado regulado en tanto la tarifa del mercado regulado no puede ser mayor 
o menor del 10% del mercado libre.7 En este sentido, para poder asegurar la eficiencia del 
mercado, resultaría necesario mantener un mínimo de operarios independientes. Cabe señalar 
que esta racionalidad es debatible en la medida que la desregulación en un sector en específico 
puede atraer mayores inversiones, lo que llevaría a una mayor competencia y el mercado 
terminaría por ajustarse de manera individual. 
 
Otra razón que se indica, y en relación a concentraciones verticales, es el hecho que la 
vinculación entre una empresa generadora y una distribuidora eliminaría la competencia entre 
ellos en el mercado de clientes libres y perjudicaría al cliente libre al poder fijar precios por encima 
del precio competitivo.8 Esta razón es considerada aún más teniendo en consideración la 
limitación de proveedores en determinadas áreas del Perú, por lo que el aumento de precio ante 
 
7  SALINAS RIVAS, Sergio (2006) “La Ley antimonopolio y antioligopolio en el sector eléctrico: ¿sobreregulando 
el mercado?”. En Ius Et Veritas. N° 33, p. 155. 
 
8  Op cit Salinas Rivas, Sergio, p. 156. 
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la concentración de dos proveedores de una misma área, podría perjudicar al cliente libre que se 
encuentra en dicha zona. 
 
Tal como se mencionó anteriormente, de la misma manera, este argumento puede ser 
desestimado si tomamos en cuenta que, en un mercado con competencia, los precios se 
adecuarían a la oferta y la demanda. Del mismo modo, que, en una eventual concertación, una 
norma eficaz de control posterior podría corregir cualquier abuso de posición de dominio.9 
 
A mayor abundamiento, incluso, debe tomarse en consideración que el sector eléctrico es uno 
en que existen bajas probabilidades de que se generen prácticas anticompetitivas. Esto en la 
medida que el acceso a la red interconectada es determinado por un ente independiente como 
lo es el Comité de Operación Económica del Sistema Interconectado Nacional (“COES”), en base 
incluso a los propios costos que los generadores eléctricos proporcionan.10 
 
Por último, existe un argumento político y de contexto histórico, que considero que es la principal 
razón por la cual se reguló en su momento el control de concentraciones en el sector eléctrico. 
En este sentido, el contexto en el que se emitió la Ley de Concentraciones y su Reglamento fue 
uno en que la gran parte de empresas del sector eléctrico se encontraban bajo el control del 
Estado y la competencia en el mercado era reducida o incluso inexistente. En este sentido, la 
seguridad enérgica del país se podía ver comprometida por la decisión de un solo agente 
económico.11 
 
Por ello, se implementó la norma de control de concentraciones con el objetivo de que dichas 
actividades recaigan en actores diferentes y con ello se alcance una mayor seguridad 
energética.12 
 
En este sentido, debe considerarse que el argumento y razón principal por el cual se reguló el 
sector eléctrico en materia de control de concentraciones es uno de índole histórico y que se 
debió principalmente al contexto del sector eléctrico al momento en que se emitió la norma 
respectiva. Ello en la medida que tanto los argumentos jurídicos como económicos que se 
utilizaron en su momento para justificar el tratamiento diferenciado del sector eléctrico respecto 
de otros servicios públicos, en la actualidad no se encontrarían justificados, al existir un mayor 
 
9  Op cit Salinas Rivas, Sergio, p. 156. 
 
10  Ibidem. 
 
11  MANAYE CHIRINOS, ALEJANDRO y FLORÍNDEZ ARAMBURÚ, FRANCISCO JOSÉ (2020) “Comentarios al 
procedimiento de control de concentraciones en el sector eléctrico peruano”. En Forseti. N° 11, Año 08. 




12  Ibidem. 
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número de participantes que asegurarían que el mercado de usuarios libres se realicé en un 
ámbito competitivo. 
 
Habiendo desarrollado la razón principal de la regulación en control de concentraciones del 
sector eléctrico, cabe proseguir desarrollando el sector especial en el que nos encontramos. En 
este sentido, en regulación eléctrica no se utiliza el término “consumidor” para hacer referencia 
a aquellos que serán beneficiados del servicio eléctrico de distribución. 
 
De este modo, el término utilizado para hacer referencia a los antes mencionados sujetos es el 
de “usuario” tal como es definido en el Decreto Supremo N° 022-2009-EM, Reglamento de 
Usuarios Libres de Electricidad, en donde se indica en su artículo 1° que usuarios son todos 
aquellos reconocidos como consumidores finales de electricidad localizados en el Perú. 
 
Cabe de la misma manera señalar que el reglamento antes indicado separa a los usuarios en 
dos categorías distintas, siendo la primera la de usuarios libres y la segunda la de usuarios 
regulados. 
 
En este sentido, usuarios libres serán aquellos usuarios conectados al sistema eléctrico 
interconectado nacional (o “SEIN”) no sujetos a la regulación de precios por la energía o potencia 
que consumen; mientras que los usuarios regulados serán aquellos sujetos a la regulación de 
precios por la energía o potencia que consumen. 
 
En este punto cabe realizar una distinción entre dos términos económicos que tienen especial 
relevancia para el presente. De este modo, existen dos formas de competencia, siendo la primera 
la competencia en el mercado y el segundo la competencia por el mercado. 
 
Respecto de la primera, cabe indicar que la competencia en el mercado se da en un escenario 
en donde la competencia se refleja en la ley de oferta y demanda, ya que los usuarios terminarán 
por escoger al proveedor que se acomode más a sus necesidades de acuerdo con la calidad y 
precio de sus productos. 
 
La segunda, por otro lado, se da en escenarios en donde, por la naturaleza del servicio público 
a brindarse, más eficiente resulta que solo un proveedor se encuentre a cargo de la prestación 
del servicio, por lo tanto, generándose un monopolio natural. En este sentido, la competencia por 
el mercado se ve reflejado en la competencia por la obtención de la concesión correspondiente 
que permitirá la prestación del servicio de manera exclusiva, en un área determinada. 
 
En atención a lo antes indicado, los usuarios libres serán aquellos que por la potencia que 
consumen, podrán decidir con quien contratar en virtud de la ley de oferta y demanda, a través 
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de contratos que suscribirán directamente con los generadores. De esta manera, respecto de los 
usuarios libres, existe competencia en el mercado. 
 
Por otro lado, los usuarios regulados son aquellos que son atendidos por un distribuidor 
determinado, que a su vez ha contratado con un generador, y que se encuentran sujetos a una 
fijación tarifaria. En este sentido, los precios no son libremente determinados por el distribuidor, 
ya que existe parámetros establecidos para la fijación de la tarifa a ser cobrada a los usuarios 
regulados. 
 
Todo lo anteriormente mencionado respecto al mercado eléctrico ya que el control de 
concentraciones en el sector eléctrico únicamente resulta relevante respecto de los usuarios 
libres y en la medida que exista competencia en el mercado, ya que, de igual manera, respecto 
de los usuarios regulados, existe un precio máximo a poder cobrarse que es la tarifa en barra. 
 
En este sentido, cuando se haga referencia a los objetivos y el fundamento del derecho de la 
libre competencia, hay que tener en consideración que ello se realiza únicamente respecto de 
los usuarios libres, y no los regulados. 
 
4.1.1.2 Aplicación de objetivos de la libre competencia al control de concentraciones 
 
Sin perjuicio de lo antes mencionado, y antes de proceder con el análisis de los objetivos del 
derecho de libre competencia, cabe hacer referencia específica al por qué los objetivos que 
posteriormente se analizarán aplican al control de concentraciones. 
 
En primer lugar, en este sentido, cabe señalar que el derecho de la competencia tiene dos vías 
típicas de aplicación que se plasman en normas legales conocidas como control de conductas y 
control de estructuras.13 
 
De esta manera, el control de conductas es aquel que analiza la conducta de los agentes del 
mercado luego de que se haya realizado el aparente acto que puede restringir la competencia 
en desmedro de los usuarios. En este sentido, el control de conductas se manifiesta en normas 
que establecen la prohibición de determinados comportamientos de los agentes económicos en 
el mercado, que se considera que restringen inválidamente la competencia en perjuicio del 
consumidor, del proceso competitivo y el mercado en sí mismo.14 
 
 
13  QUINTANA SANCHEZ, Eduardo (2013) Análisis de las funciones del INDECOPI a la luz de las decisiones de 





14  Op cit QUINTANA SANCHEZ, Eduardo p. 17 
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Por otro lado, el control de estructuras es aquel que establece un procedimiento para la 
autorización por parte del regulador competente de las operaciones de concentraciones de 
empresas. Este control es “ex ante” y tiene como objetivo verificar el alcance de las operaciones 
de concentración y cuáles pueden ser sus efectos en la competencia en el mercado respectivo, 
teniendo en consideración los perjuicios potenciales a la competencia y a los usuarios en caso 
se apruebe la operación.15 
 
Como se puede ver de las dos definiciones esbozadas, ambos controles confluyen hacia un 
mismo propósito, que es el de evitar que el mercado se distorsione mediante actos que puedan 
restringir la competencia; y, asimismo, evitar eventuales perjuicios para el consumidor. 
 
A mayor abundamiento, ello asimismo se puede identificar de los objetivos planteados por las 
normas de competencia. En este sentido, por ejemplo, la Ley de Concentraciones establece en 
su artículo 1° que su objeto es someter a control previo las operaciones que caigan bajo el umbral 
de la norma, para así evitar los actos de concentración que tengan por efecto disminuir, dañar o 
impedir la competencia y la libre concurrencia en los mercados.16 Como se pudo ver del análisis 
de control de estructuras abordado anteriormente, el daño o el impedimento de la competencia 
tiene un efecto directo sobre los eventuales perjuicios a los usuarios. 
 
Asimismo, el Texto Único Ordenado de la Ley de Represión de Conductas Anticompetitivas – 
D.S. N° 030 – 2019 – PCM establece en su artículo 1° que la ley sanciona las conductas 
anticompetitivas con la finalidad de promover la eficiencia económica en los mercados para el 
bienestar de los consumidores.17 
 
Se puede identificar, del mismo modo, en la más reciente norma aprobada de control de 
concentraciones, la Ley N° 31112 – ley que establece el control previo de operaciones de 
concentración empresarial, que considera el mismo objetivo perseguido por la norma antes 
indicada, al señalar en su artículo 1° que se establece un régimen de control previo de 
concentración empresarial para así promover la competencia efectiva y la eficiencia económica 
en los mercados para el bienestar de los consumidores.18 
 
15  Op cit QUINTANA SANCHEZ, Eduardo p. 47 
 
16  Artículo 1.- Las concentraciones de tipo vertical u horizontal que se produzcan en las actividades de generación 
y/o de transmisión y/o de distribución de energía eléctrica se sujetarán a un procedimiento de autorización previa 
de acuerdo a los términos establecidos en la presente Ley, con el objeto de evitar los actos de concentración que 
tengan por efecto disminuir, dañar o impedir la competencia y la libre concurrencia en los mercados de las 
actividades mencionadas o en los mercados relacionados. 
 
17  Artículo 1.- Finalidad de la presente Ley  
La presente Ley prohíbe y sanciona las conductas anticompetitivas con la finalidad de promover la eficiencia 
económica en los mercados para el bienestar de los consumidores. 
 
18  Artículo 1. Objeto de la Ley 
La presente ley tiene por objeto establecer un régimen de control previo de operaciones de concentración 
empresarial con la finalidad de promover la competencia efectiva y la eficiencia económica en los mercados para 




Por ende, se puede concluir que tanto el control de estructuras como el control de conductas 
tienen como principal objetivo el evitar daños en la competencia y así promover la eficiencia 
económica para el bienestar de los consumidores, por lo que el análisis que se realizará 
posteriormente aplica de manera similar tanto para el control de conductas como al control de 
estructuras. 
 
4.1.1.3 Objetivos del derecho de la libre competencia 
 
De esta manera, en primer lugar, y según un área de la doctrina, se puede señalar como el 
principal fundamento del Derecho de Libre Competencia el bienestar del consumidor mediante 
la maximización de la eficiencia económica. Por ello se buscaría reducir y/o limitar del todo 
cualquier actividad que perjudique al consumidor, la cual resultaría en una ineficiencia 
económica, y que por ello debe de ser perseguido por el derecho de la competencia.19 
 
Por otro lado, un sector de la doctrina identifica como objetivos del derecho de libre competencia, 
entre otros, los siguientes: 
 
▪ El mantenimiento del proceso competitivo o la protección o promoción de la libre 
competencia efectiva. Ello hace especialmente referencia a la eliminación o prevención de 
restricciones privadas irrazonables de la competencia. 
 
▪ Libertad de comercio, libertad de elegir y acceso a los mercados. Ello hace referencia a la 
política de competencia como medio para asegurar la libertad económica, con el fin de 
proteger el marco de actividades que realizan los competidores en el mercado. 
 
▪ Evitar los abusos de poder económico y así proteger los intereses de los consumidores y 
productores que quieren poder desenvolverse en un mercado competitivo.  
 
▪ La maximización del bienestar del consumidor mediante la prohibición del abuso de 
posición de dominio y la promoción de la eficiencia económica.20 
 
A mayor abundamiento, también se identifica como objetivos de las normas de derecho de la 
competencia los siguientes: 
 
▪ Dispersión del poder económico, lo cual hace principal referencia a que el poder 
económico no se encuentre concentrado en un solo agente sino que se disperse entre 
 
19  DIEZ ESTELLA, Fernando (2003) “Los Objetivos del Derecho Antitrust”. En Revista Gaceta Jurídica de la UE y 
de la Competencia. N° 224 (Marzo, Abril 2003), p. 3. 
 
20  SHYAM KHEMANI, R (1993) “Los Objetivos de la Política de Competencia”. En Promoción de la Competencia y 
Desarrollo Económico. XXIV, N° 2, Bogotá, pp. 6 – 7. 
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diferentes. El presente objetivo tiene un matiz de redistribución de la riqueza en búsqueda 
de la equidad económica más que de eficiencia económica. 
 
▪ Protección de pequeñas empresas o de competidores frente a las grandes corporaciones. 
El presente objetivo indica una preferencia por un mercado competitivo con múltiples 
actores aunque sea con costos mayores, en vez de que se logren eficiencias asociadas al 
mayor tamaño de una sola empresa.  
 
▪ Protección directa de los consumidores. Este objetivo hace principal referencia a la 
protección del consumidor por parte de los monopolios y/o los carteles que podrían 
formarse. En este sentido, se busca principalmente que los consumidores eviten ser 
perjudicados por precios excesivamente altos debido a la implementación de monopolios 
y/o carteles. 
 
▪ Bienestar del consumidor. El presente objetivo hace especial énfasis en que los mercados 
deben de funcionar de manera eficiente económicamente para lograr el mayor bienestar 
de los consumidores posible. Cabe señalar que actualmente las normas de competencia 
convergen hacía el presente objetivo, ya que, como señala el autor, las normas actuales 
de competencia son un instrumento apropiado para lograr el presente objetivo; mientras 
que existen otros instrumentos regulatorios para conseguir los otros objetivos de las 
normas de competencia.21   
 
Como se puede ver de las dos diferentes clases de objetivos planteados, los mismos convergen 
principalmente en la eficiencia económica, mediante la libertad de acceso al mercado y el 
mantenimiento del proceso competitivo, así como la dispersión del poder económico en 
diferentes agentes del mercado; y el bienestar del consumidor, interpretando este como la 
maximización de su bienestar mediante la eficiencia del mercado. 
 
Asimismo, otro autor señala que la finalidad de las prácticas anticompetitivas en el mercado se 
dirige a asegurar la libre competencia a fin de que la misma no sea afectada por los proveedores 
en el mercado de tal manera que se pueda asignar los recursos de manera eficiente. De esta 
manera, lo que se pretende es obtener la mayor eficiencia económica posible, asegurando de 
esta manera que los mercados funcionen de manera competitiva.22 
 
 
21  QUINTANA SANCHEZ, Eduardo (2011) “El objetivo de la ley de competencia peruana y la interpretación de las 
conductas prohibidas”. En Revista de la Competencia y de la Propiedad Intelectual. Vol. 7, N° 13 (2013), pp. 26 
– 31. 
 
22  GUZMÁN NAPURÍ, Christian (s.f.) “Introducción al derecho de la competencia: Prácticas anticompetitivas”. En 




En la línea de lo anterior, respecto de la eficiencia económica, cabe señalar que este se 
demuestra mediante tres aristas que son las siguientes: 
 
▪ Eficiencia productiva, que hace referencia a que los consumidores pueden adquirir un 
producto al menor precio posible y con el que el productor pueda subsistir, debido a que 
se puede producir una determinada cantidad de productos con una calidad específica al 
menor costo posible. La competencia impulsa a las empresas a alcanzar la eficiencia 
productiva, ya que los consumidores pueden buscar a otro proveedor ante un precio que 
consideren alto. 
 
▪ Eficiencia asignativa, la cual se alcanza cuando los consumidores obtienen las cantidades 
de bienes que requieren al precio que están dispuestos a pagar y así cubrir el costo de 
producción del bien. 
 
▪ Eficiencia dinámica, la cual se relaciona con la innovación por parte de las empresas en 
ofrecer nuevos productos a un menor precio a los consumidores.23 
 
Como se ha indicado anteriormente, la eficiencia económica maximiza el bienestar del 
consumidor, o en este caso, del usuario. Este bienestar se mide a través del excedente del 
consumidor, el cual se determina a través de la diferencia que existe entre el valor que le otorga 
un consumidor a un bien menos el costo de adquisición de este.24 
 
Sin perjuicio de lo antes mencionado, es plausible señalar que la elección del bienestar del 
consumidor como objetivo de las normas de libre competencia puede resultar problemático, si se 
tiene en consideración que exige el respaldo de teorías económicas que usualmente no otorgan 
resultados concluyentes. Mientras que la persecución del bienestar de consumidor otorga a las 
normas de competencia un matiz más objetivo, también vuelve el análisis más complejo por las 
herramientas que se utilizan y las conclusiones no unívocas a las que se pueden arribar.25 
 
No obstante lo anterior, debe tomarse en consideración que existen bondades de lograr este 
objetivo y que no debe ponerse en tela de juicio que dicho objetivo debe buscarse, como por 
ejemplo lo realizan las tres principales concepciones existentes a la fecha sobre la aplicación de 




23  Op cit Quintana Sanchez, Eduardo pp. 39 - 40. 
 
24  Ibidem. 
 
25  Op cit Quintana Sanchez, Eduardo pp. 48-49. 
 
26  Ibidem. 
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Entonces, como se puede ver de lo anteriormente mencionado, los autores citados desarrollan 
como objetivos de las normas de libre competencia aquellos que han sido efectivamente 
recogidos por las normas peruanas de libre competencia. De esta manera, tanto la legislación 
como la doctrina correspondiente reconocen como principales objetivos de las normas de 
competencia la eficiencia económica de los mercados para el bienestar de los consumidores/ 
usuarios en este caso en concreto. 
 
De esta manera, en el presente acápite se ha concluido que existen diferentes objetivos que 
justifican la regulación del derecho de libre competencia, haciendo especial énfasis en el sector 
eléctrico y los usuarios libres, teniendo como eje principal del mismo el bienestar del consumidor.  
 
Lo anterior tomando en consideración la eficiencia económica, lo que trae consigo que el 
mercado pueda actuar siempre de manera competitiva y no existan restricciones que eviten ello. 
 
El análisis acá planteado será relevante al momento de determinar si las sanciones impuestas 
responden a los fundamentos buscados por la libre competencia y si la regulación permite que 
ello ocurra de dicha manera. 
 
4.1.2  Naturaleza y principios del procedimiento administrativo sancionador 
 
El procedimiento administrativo sancionador se encuentra recogido y formalizado en la Ley N° 
27444 – Ley del Procedimiento Administrativo General (en adelante, “LPAG”).27 En la LPAG, de 
esta manera, se recogen los principales aspectos que cualquier procedimiento sancionador 
debería abordar, desde los principios que rigen cualquier procedimiento administrativo 
sancionador, hasta las reglas mediante las cuales debe ejercerse la potestad sancionadora. 
 
De esta manera, resultaba necesario “dotar de un régimen legal específico que tornara predecible 
al ejercicio de la potestad sancionadora por parte de las entidades públicas”.28 Lo anterior en el 
marco de que un procedimiento administrativo sancionador se encarga principalmente de limitar 
derechos, gravar patrimonios y/o restringir facultades con las que cuenta el ciudadano como 
parte de la sociedad. 
 
El procedimiento administrativo sancionador parte de la potestad sancionadora del estado 
llamado jus puniendi. La potestad sancionadora del Estado puede entenderse, en palabras del 
autor Jorge Danos, como un poder natural o corolario de las competencias otorgadas a la 
 
27  Norma que a la fecha cuenta con un Texto Único Ordenado, el cual fue promulgado mediante el Decreto Supremo 
N° 004-2019-JUS (en adelante, el “TUO”). El TUO no se encontraba vigente a la fecha del procedimiento materia 
del presente informe, por lo que en caso se haga referencia al TUO se indicará expresamente ello. 
 
28  MORÓN URBINA, Juan Carlos (2011). Comentarios a la Ley del Procedimiento Administrativo General. Novena 




administración en determinadas materias, y que encuentra su justificación en razones 
pragmáticas, ya que resulta menester el reconocer a la administración facultades coercitivas para 
el cumplimiento de las normas legales.29 A lo anterior se le puede añadir además que es 
necesaria dicha potestad a efectos de garantizar la eficacia de todo sistema normativo mediante 
las facultades coercitivas que posé la Administración Pública.30 Este ius puniendi tiene dos claras 
manifestaciones, las cuales convergen, pero que, sin embargo, son paralelas, como lo son las 
ramas penales y las administrativas.31 
 
De esta manera, el autor Eduardo Cordero sostiene que no existiría una diferencia ontológica 
entre las sanciones penales y las sanciones administrativas. Ambos resultan ser instrumentos 
con los cuales cuenta el Estado en su función de conformación social en el marco de protección 
y resguardo de determinados valores y bienes constitucionales.32 Continua indicando que en la 
medida que son mecanismos represivos a disposición del Estado para poder cumplir con sus 
funciones, el principio de legalidad es un elemento común e ineludible para la determinación del 
ilícito y sus penas, para luego determinar de manera posterior si el castigo o represión de dichas 
conductas se realizará por una autoridad judicial o administrativa.33 
 
En atención a lo antes indicado es que no existen delitos por naturaleza ni infracciones 
administrativas que tengan un contenido exclusivo e inherente a las mismas, ambas siendo 
manifestaciones del poder que tiene el Estado para reprimir determinadas conductas.34 
 
De este modo, tanto para las normas penales como las normas relativas al derecho 
administrativo sancionador, se parte de una única premisa, que es el hecho de que una conducta 
tipificada venga aparejada de una sanción correspondiente. Se podría decir, de esta manera, 
que el derecho sancionador público, desde un punto de vista formal, es un conjunto de normas 
que prevén supuestos de hecho, que se materializan en infracciones imputables subjetivamente, 
cuya consecuencia es una sanción. 
 
Como consecuencia de que el derecho administrativo sancionador sea el procedimiento 
mediante el cual se imponen multas y medidas limitadoras de derecho, y de acuerdo con lo antes 
 
29  DANOS ORDOÑEZ, Jorge (1995). Notas acerca de la potestad sancionadora de la administración pública. En 
Ius Et Veritas. Año V, N° 10, p. 150. 
 
30  MELGAR CORDOVA, Eduardo (2006) citando a PEDRESCHI GARCES, Willy. Análisis sobre la Potestad 
Sancionadora de la Administración Pública y el Procedimiento Administrativo Sancionador en el marco de la Ley 
N° 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General. En Comentarios a la Ley de Procedimiento 
Administrativo General. Tomo I. Ara Editores: Lima. P. 505. 
 
31  OSSA ARBELÁEZ, Jaime (2009). Derecho Administrativo Sancionador: Una Aproximación Dogmática. Segunda 
Edición. Colombia: Legis Editores. P. 119. 
 
32  CORDERO QUINZACARA, Eduardo (2012). El Derecho administrativo sancionador y su relación con el derecho 
penal. En Revista de Derecho. VOL. XXV, N° 2, Diciembre 2012. P. 155. 
 
33  Ibidem. 
 
34  Ibidem. 
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indicado, surge la necesidad de que existan principios que regulen la potestad sancionadora. Lo 
anterior de manera que los procedimientos no sean arbitrarios y terminen perjudicando al 
administrado. 
 
Debido a ello es que se han establecido principios básicos del derecho administrativo 
sancionador, los cuales deben ser necesariamente tomados en cuenta por la administración al 
momento de determinar la medida sancionadora correspondiente. 
 
Esto en la medida que la imposición de la sanción es un fenómeno normal y admitido por nuestro 
ordenamiento jurídico, ya que, junto con los deberes y límites de los ciudadanos, también se 
imponen sanciones que serán impuestas por el órgano administrativo competente en caso de 
infracción de tales deberes.35 
 
Dichos principios parten de la premisa básica de que la potestad sancionadora del estado debe 
ser utilizada únicamente como medida residual, extraordinaria y cuando sea absolutamente 
necesario. 
 
De este modo, el fundamento jurídico de la potestad sancionadora se puede centrar en el 
ordenamiento jurídico.36 Así, debe tenerse en consideración que un derecho fundamental de 
todas las personas es la libertad, bajo todas las acepciones que dicho concepto trae consigo. Sin 
perjuicio de ello, dicha libertad no es absoluta, sino condicionada, ya que el Estado es el ente 
encargado de traducir dicha libertad en derecho subjetivos y por ello puede intervenir en dicha 
libertad, traduciendo ello en normas37. Dichas normas se materializan en prohibiciones a 
determinadas conductas, con una correspondiente sanción en caso de que se materialice dicha 
conducta en la realidad. 
 
Como medida limitadora de derechos, entonces, resulta necesario que todo procedimiento 
administrativo sancionador recoja determinados principios que la rijan y permitan otorgarle al 
administrado predictibilidad respecto de la manera en que dicho procedimiento se llevará a cabo. 
 
Los principios del derecho administrativo sancionador parten de los principios generales del 
derecho, y garantizan la eficacia del sistema administrativo sancionador. En la actualidad, de 
esta manera, los principios se han convertido en pautas de interpretación de las normas que 
integran el derecho público, así como un importante mecanismo de integración y de resolución 
 
35  IZQUIERDO CARRASCO, Manuel y REBOLLO PUIG, Manuel (2011). Policía administrativa y sanciones 
administrativas: Informe anual 2010 – 2011 España. En Ius Publicum Network Review. P.16. 
 
36  CARRETERO PEREZ, Adolfo y CARRETERO SANCHEZ, Adolfo (1995). Derecho Administrativo Sancionador. 
Segunda Edición. Madrid: Edersa. P. 78. 
 




de casos concretos.38 En este sentido, dichos principios se encuentran recogidos en la LPAG y 
cumplen una triple función, las cuales son: 
 
▪ Función fundante, la cual se traduce en la necesidad de que los principios deben preceder 
a la existencia de las reglas mismas de la potestad sancionadora; 
 
▪ Función interpretativa, la cual permite que los principios sirvan de criterio hermenéutico 
para absolver cualquier duda sobre el sentido y el alcance de las reglas de la potestad 
sancionadora; y, 
 
▪ Función integradora, que permite que los principios sirvan de fuente integradora para las 
lagunas jurídicas que se puedan identificar en la aplicación de las normas sancionadoras, 
en el marco de un procedimiento sancionador.39 
 
Lo anteriormente indicado puede resumirse en que la potestad sancionadora del estado se 
instrumentaliza, en el ámbito administrativo, bajo el procedimiento administrativo sancionador, el 
cual permite que se impongan medidas sancionadoras a los administrados.  
 
Sin perjuicio de ello, la potestad sancionadora es residual y solo debe aplicarse cuando sea 
estrictamente necesaria, bajo el supuesto de que la libertad de las personas no es absoluta. En 
este sentido, y para dotar de eficacia al procedimiento administrativo sancionador y garantizar el 
cumplimiento de los derechos fundamentales de los administrados, se parte de principios que 
deben anteceder a la aplicación de cualquier potencial norma. 
 
Cabe hacer especial mención ahora a la manera como resulta aplicable al derecho de libre 
competencia el procedimiento administrativo sancionador. De esta manera, los organismos 
reguladores se encuentran dotados de facultades para poder imponer sanciones, una vez que 
luego de iniciado el respectivo procedimiento administrativo sancionador, se haya resuelto 
imponer una sanción debido a una infracción normativa. Esto en función a lo anteriormente 
mencionado que para poder garantizar la eficacia del ordenamiento, es necesario que la 
Administración Pública, en este caso organismos reguladores, posean la facultad para poder 
imponer sanciones. 
 
En este sentido, el Reglamento de Organización y Funciones de INDECOPI, como ente rector 
encargado de la defensa de la libre competencia de acuerdo a su artículo 2°, establece que 
 
38  CORDERO QUINZACARA, Eduardo (2014). Los principios que rigen la potestad sancionadora de la 
administración en el derecho chileno. En Revista de Derecho de la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso. 
Año 2014, 1er semestre, N° XLII, P. 403. 
 
39  VERGARAY, Veronica (2009) “La Potestad Sancionadora y los Principios del Procedimiento Sancionador”. En 
Sobre la Ley del Procedimiento Administrativo General: Libro homenaje a José Alberto Bustamante Belaunde. 




INDECOPI se encuentra facultado para emitir directivas, imponer sanciones, ordenar medidas 
preventivas o medidas cautelares, dictar mandatos y medidas correctivas, conforme a lo previsto 
en la Ley de Organización y Funciones aprobada por Decreto Legislativo N° 1033.40 
 
De esta manera, y en atención al principio de legalidad del procedimiento administrativo 
sancionador recogido en la LPAG – el cual será desarrollado posteriormente en el presente 
informe – INDECOPI se encuentra dotado de la facultad sancionadora, lo que le permite la 
aplicación de sanciones en caso algún administrado incumpla con sus respectivas obligaciones. 
 
Lo anterior ya que para poder cumplir efectivamente sus funciones, INDECOPI ejerce funciones 
fiscalizadoras y sancionadoras. En este sentido ejerce supervisión de la libre competencia 
mediante sus distintas comisiones y ante un eventual incumplimiento podrá imponer la sanción 
correspondiente.41 
 
A razón de lo antes mencionado, y en conclusión, cualquier procedimiento administrativo 
sancionador, incluyendo aquellos aplicables al derecho de libre competencia, que no cumpla con 
las garantías mínimas aplicables y vinculadas a los principios de dicho procedimiento, es uno 
que vulnera derechos fundamentales y que va en contra de la normativa aplicable, partiendo de 
la Constitución. La presente conclusión será relevante al momento que se analicen los problemas 
jurídicos materia del presente caso, como se verá a continuación. 
 
4.2  ¿Cuándo debe entenderse que ha ocurrido una “operación” o “acto” de 
concentración? 
 
Como se ha podido verificar en la parte expositiva del presente informe referida a los hechos 
jurídicamente relevantes del caso, se puede ver que una de las principales controversias 
 
40  Artículo 2.- Funciones Generales del INDECOPI 
El INDECOPI rige su funcionamiento con arreglo a las normas de su Ley de Organización y Funciones aprobada 
por Decreto Legislativo Nº 1033, Ley sobre Facultades, Normas y Organización aprobada por Decreto Legislativo 
Nº 807 y normas complementarias que establecen la competencia funcional de sus órganos resolutivos. Son 
funciones generales del INDECOPI: a) Vigilar la libre iniciativa privada y la libertad de empresa mediante el 
control posterior y eliminación de las barreras burocráticas ilegales e irracionales que afectan a los ciudadanos y 
empresas, así como velar por el cumplimiento de las normas y principios de simplificación administrativa; b) 
Defender la libre y leal competencia, sancionando las conductas anticompetitivas y desleales y procurando que 
en los mercados exista una competencia efectiva; c) Corregir las distorsiones en el mercado provocadas por el 
daño derivado de prácticas de dumping y subsidios; d) Proteger los derechos de los consumidores, vigilando que 
la información en los mercados sea correcta, asegurando la idoneidad de los bienes y servicios en función de la 
información brindada y evitando la discriminación en las relaciones de consumo; e) Vigilar el proceso de 
facilitación del comercio exterior mediante la eliminación de barreras comerciales no arancelarias conforme a la 
legislación de la materia; f) Proteger el crédito mediante la conducción de un sistema concursal que reduzca 
costos de transacción y promueva la asignación eficiente de los recursos; g) Establecer las políticas de 
normalización, acreditación y metrología; h) Administrar el sistema de otorgamiento y protección de los derechos 
de propiedad intelectual en todas sus manifestaciones, en sede administrativa, conforme a lo previsto en la 
presente Ley; y i) Garantizar otros derechos y principios rectores cuya vigilancia se le asigne, de conformidad 
con la legislación vigente. Para el cumplimiento de sus funciones, el INDECOPI se encuentra facultado para 
emitir directivas, imponer sanciones, ordenar medidas preventivas o medidas cautelares, dictar mandatos y 
medidas correctivas, conforme a lo previsto en su Ley de Organización y Funciones aprobada por Decreto 
Legislativo Nº 1033. 
 
41  SÁNCHEZ POVIS, Lucio Andrés (2020) La fiscalización administrativa en el ordenamiento peruano: de la 
heterogeneidad a la regulación común. En Ius Et Veritas. Año 2020, N° 60, P. 53. 
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suscitadas es en referencia a la correcta interpretación del concepto “operación” o “acto de 
concentración”. 
 
Dicha controversia se genera en la medida que el artículo 3 de la Ley de Concentraciones 
establece que antes de realizar cualquier acto de concentración el administrado deberá solicitar 
la autorización previa, sin cuya aprobación el acto previamente mencionado no podrá realizarse, 
ni tendrá efecto legal alguno. 
 
De este modo, Enel indica, en primer lugar, que en el marco de Ley de Concentraciones debe 
entenderse operación de concentración y acto de concentración de manera similar, en la medida 
que el Reglamento de la Ley de Concentraciones define a operación de concentración como todo 
acto detallado en el artículo 2°42 de la Ley de Concentraciones. 
 
Y de esta forma, luego de citar doctrina comparada, Enel define a operación u acto de 
concentración de la siguiente manera: 
 
“(…) acto jurídico, con independencia de su forma, que conlleva como consecuencia 
un cambio, duradero y permanente, en la capacidad o posibilidad para influir, de 
manera preponderante y decisiva, en las decisiones estratégicas y comerciales 
relevantes de la empresa o las empresas afectadas” 
 
Por otro lado, la Comisión y la Sala de Defensa de la Competencia (en adelante, la “Sala”) 
consideran que para definir tanto concentración como control, se debe partir de las definiciones 
otorgadas por la legislación tanto nacional como internacional, indicando para tales efectos que 
el Reglamento (CE) 139/2004 del consejo sobre el control de concentraciones entre empresas, 
precisa que se entenderá que se produce una concentración cuanto tenga lugar un cambio 
duradero del control.  
 
Asimismo, establece que para efectos de determinar que se debe entender por control, debe 
tenerse en cuenta lo indicado por la Superintendencia de Banca, Seguros y AFP, 
específicamente lo señalado en la Resolución SBS 445-2000, sobre vinculación y grupo 
 
42  Artículo 2.- Para los efectos de la presente Ley, se entiende por concentración la realización de los siguientes 
actos: la fusión; la constitución de una empresa en común; la adquisición directa o indirecta del control sobre 
otras empresas a través de la adquisición de acciones, participaciones, o a través de cualquier otro contrato o 
figura jurídica que confiera el control directo o indirecto de una empresa incluyendo la celebración de contratos 
de asociación "joint venture", asociación en participación, uso o usufructo de acciones y/o participaciones, 
contratos de gerencia, de gestión, y de sindicación de acciones o cualquier otro contrato de colaboración 
empresarial similar, análogo y/o parecido y de consecuencias similares. Asimismo, la adquisición de activos 
productivos de cualquier empresa que desarrolle actividades en el sector; o cualquier otro acto, contrato o figura 
jurídica incluyendo legados, por virtud del cual se concentren sociedades, asociaciones, acciones, partes 
sociales, fideicomisos o activos en general, que se realice entre competidores, proveedores, clientes, accionistas 
o cualesquiera otros agentes económicos. No se considera que existe concentración cuando el control lo 
adquiera una persona en virtud de un mandato temporal conferido por la legislación relativa a la caducidad o 
denuncia de la concesión, reestructuración patrimonial u otro procedimiento análogo. 
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económico, norma que señala que se denominará control a la influencia preponderante y 
continua en la toma de decisiones de los órganos de gobierno de la persona jurídica. 
 
Como puede verse de las dos definiciones planteadas, la controversia nace respecto de cuándo 
debe entenderse que ha ocurrido una operación de concentración. Mientras que para Enel se 
entenderá que la misma ha ocurrido cuando existe la capacidad para influir en la empresa de 
manera decisiva y dicha capacidad se materializa; para tanto la Comisión como para la Sala 
dicho acto se materializará cuando exista un cambio duradero del control, lo cual otorga un poder 
de decisión preponderante sobre las empresas involucradas, el cual se materializa sin perjuicio 
de la efectividad en la toma de decisiones. 
 
A efectos de poder dilucidar la presente controversia, en los siguientes acápites se desarrollará 
tanto el concepto de concentración como de control, tomando en consideración lo señalado por 
legislación nacional e internacional sobre la materia, así como doctrina nacional y comparada.  
 
4.2.1 ¿Qué debe entenderse por “concentración”? 
 
Para poder encontrar una definición concreta de concentración, se debe considerar primero cual 
es el objetivo de una norma de control de concentraciones. En este sentido, se podría señalar 
que el régimen de control de concentraciones protege un interés público y garantiza la 
funcionalidad del sistema económico. De esta manera, al contrario que una normativa societaria 
o de oferta pública en donde se busca proteger intereses privados, en una normativa de control 
de concentraciones se busca cautelar el interés público.43  
 
En atención a lo antes mencionado, cabe señalar entonces que el régimen de control de 
concentraciones utiliza criterios como cuota de mercado, volumen de negocio, mercado de 
referencia, etc, para valorar el efecto que tiene la concentración sobre el mercado44, lo cual será 
necesario tener en cuenta para aterrizar la definición que aquí plantearemos.  
 
Para empezar con el planteamiento de la definición, como bien indicó la Sala en sus 
considerandos, para la Comunidad Europea, se debe entender como concentración, de manera 
generalizada, cada adquisición, directa o indirecta, del control de otra u otras empresas.45 
 
 
43  ANDREEVA ANDREEVA, Vésela (2009) “El control societario como punto de conexión entre la oferta pública de 
adquisición y la operación de concentración”. En Revista Electrónica de Estudios Internacionales. N° 17 (2009). 
P.4. Recuperado el 05/12/2019.  
 
44  Op cit. ANDREEVA ANDREEVA, Vésela (2009) p.5. 
 





De este modo, a efectos de esta definición, resultaría irrelevante la manera de adquisición o si 
se trata de la totalidad o solo partes de una o varias empresas.46 Ello por el hecho de que la 
definición de concentración se encuentra atada a lo que se debe entender por control. 
 
Asimismo, normativa española define a la concentración económica como el supuesto bajo el 
cual se produce un cambio estable en el control de la totalidad o parte de una o varias empresas 
como consecuencia de una lista taxativa, que incluye entre otros, reorganizaciones societarias, 
adquisición de empresas; o incluso la creación de una empresa en participación.47 
 
Por otro lado, la definición de concentración es similar en legislación latinoamericana. En este 
sentido, normativa chilena indica que “se entenderá por operación de concentración todo hecho, 
acto o convención, o conjunto de ellos, que tenga por efecto que dos o más agentes económicos 
que no formen parte de un mismo grupo empresarial y que sean previamente independientes 
entre sí, cesen en su independencia en cualquier ámbito de sus actividades (…)”. Lo anterior en 
el marco de una reorganización societaria, adquisición que permita influir decisivamente en la 
administración de otro; o mediante asociaciones.48 
 
Del mismo modo, puede encontrarse que como parte de legislación argentina, se define 
concentración como “la toma de control de una o varias empresas” a través de la realización de 
diferentes actos, como reorganizaciones, adquisiciones, entre otras.49 
 
Desde un punto de vista económico, las concentraciones empresariales han sido definidas como 
una de las mejores estrategias para fortalecer una empresa, materializando sus competencias 
fundamentales y creando nuevas estructuras en el mercado. De esta manera, es un proceso que 
conduce a la unificación de empresas hasta entonces independientes para formar empresas 
mayores. Es decir, se alcanza una consolidación empresarial.50 
 
En general, puede establecerse, a partir de las definiciones planteadas, que tanto la legislación 
europea como la latinoamericana coinciden en el hecho de que una operación de concentración 
parte de la definición de control planteada. 
 
 
46   Op cit. ANDREEVA ANDREEVA, Vésela (2009) p.3. 
 
47  Ley 15/2007 de España del 3 de julio, de Defensa de la Competencia. 
 
48  Decreto Ley N° 211 de 1973, República de Chile. 
 
49  Ley N° 27442 - Ley de Defensa de la Competencia, República de Argentina. 
 
50  OLIVOS CELIS, Milagros (2012) “El control previo de las concentraciones empresariales en una economía social 
de mercado: Análisis del caso peruano”. En Revista de Derecho y Economía. N° 36 (2012) pp. 97. Recuperado 




De esta manera, la definición de concentración que se utilizará, partiendo de las definiciones 
antes esbozadas será la siguiente: 
La adquisición que tenga por efecto que dos o más agentes económicos cesen de su 
independencia en cualquier ámbito de sus actividades, debido a un cambio estable en el control 
de una de las dos empresas. 
 
4.2.2 ¿Qué debe entenderse por “control”? 
 
Tal como se indicó previamente, la definición de concentración, y por lo tanto de operación de 
concentración, se encuentra atada a la definición que se otorgue al concepto control. En este 
momento cabe la pena mencionar que la jurisprudencia y normativa nacional en materia de 
control de conductas y/o estructuras no ha desarrollado un concepto de control aplicable para el 
análisis de casos de competencia. 
 
En este sentido, la función del derecho de la competencia es la de proteger el régimen de 
mercado y asegurar la competencia eficaz51, en beneficio del usuario, como se ha mencionado 
previamente. De esta manera, resulta necesario esbozar una nueva definición que calce con los 
intereses que buscan ser protegidos por el derecho de la competencia. 
 
Para poder diagramar lo que antes se mencionó, respecto de la diferencia que debe existir entre 
el concepto de control en un ámbito de competencia y un ámbito societario/financiero, se 
procederá con el análisis del concepto de control en nuestra normativa nacional.  
 
En este sentido, en primer lugar, cabe indicar la definición que nuestra Ley General de 
Sociedades plantea sobre el concepto de control. De esta manera, la Ley General de Sociedades 
plantea lo que se debe entender por sociedad controlada, al señalar que será una sociedad 
controlada aquella en la que, directa o indirectamente, la propiedad de más del cincuenta por 
ciento de acciones con derecho a voto o el derecho a elegir a la mayoría de los miembros del 
directorio corresponda a la sociedad emisora de acciones.52 
 
El propósito directo de este artículo no es el de otorgar una definición societaria al concepto de 
control, sino el evitar el fraude indirecto de adquisición de acciones de la sociedad con recursos 
propios de la sociedad mediante la creación de filiales o subsidiarias.53 Sin perjuicio de ello, sí 
 
51  Op cit. ANDREEVA ANDREEVA, Vésela (2009) p.2 
 
52  Artículo 105.- Control indirecto de acciones 
 Las acciones de propiedad de una sociedad que es controlada por la sociedad emisora de tales acciones no dan 
a su titular derecho de voto ni se computan para formar quórum. Se entiende por sociedad controlada aquella en 
la que, directa o indirectamente, la propiedad de más del cincuenta por ciento de acciones con derecho a voto o 
el derecho a elegir a la mayoría de los miembros del directorio corresponda a la sociedad emisora de las acciones. 
 
53  ELÍAS LAROZA, Enrique (2015). Derecho Societario Peruano – La Ley General de Sociedades en el Perú. Tomo 
I. Tercera Edición. Lima: Gaceta Jurídica. P. 385. 
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otorga una matiz cuantitativo a la definición de control, ya que se entenderá que hay control 
cuando se cumplan con requisitos objetivos.  
 
Sin embargo, para poder aterrizar una definición que calce con los objetivos del derecho de la 
competencia, es necesario que la definición pueda abarcar las diferentes situaciones que pueden 
existir en el derecho de la competencia y teniendo en cuenta los factores que aquí se tienen en 
cuenta como el mercado en concreto, en otros supuestos. 
 
Ahora, vale la pena citar regulación específica nacional que dentro de sus funciones también 
corresponde evaluar escenarios de grupos económicos. 
 
De este modo, de acuerdo con el artículo 8° de la Resolución SBS N° 5780-2015, se entiende 
por grupo económico al “conjunto de personas jurídicas y/o entes jurídicos, nacionales o 
extranjeros, conformado al menos por dos (2) integrantes, cuando alguno de ellos ejerce control 
sobre el otro u otros, o cuando el control sobre las personas jurídicas y/o entes jurídicos 
corresponde a una o varias personas naturales que actúan de manera conjunta como una unidad 
de decisión”. La presente definición otorgaría calidad de grupo económico al conjunto de 
empresas que encabeza Enel. 
 
A su vez, en el artículo inmediato posterior, el mismo cuerpo normativo define control como “la 
influencia preponderante y continua en la toma de decisiones de los órganos de gobierno de una 
persona jurídica (…)”. 
 
En el mismo sentido que la regulación emitida por la SBS, la SMV ha señalado en el artículo 7° 
del Reglamento de Propiedad Indirecta, Vinculación y Grupos Económicos, aprobado por la 
Resolución SMV N° 019-2015-SMV-01 que grupo económico es “el conjunto de entidades, 
nacionales o extranjeras, conformadas por al menos dos (2) entidades, cuando alguna de ellas 
ejerce el control sobre la o las demás o cuando el control sobre las entidades corresponde a una 
o varias personas naturales que actúan como unidad de decisión (…)”. 
 
De este modo, dicho Reglamento establece su artículo 6° que control será definido como “la 
influencia preponderante y continua en la toma de decisiones de los órganos de gobiernos de 
una persona jurídica u órganos que cumplan la misma finalidad en el caso de un ente jurídico 
(…)” (subrayado nuestro). 
 
De esta manera podemos concluir preliminarmente que en legislación nacional especializada se 
define a control como “la influencia preponderante y continua en la toma de decisiones de los 
órganos de gobiernos de una persona jurídica u órganos que cumplan la misma finalidad en el 




Cabe indicar ahora que mientras que tanto la regulación de la Superintendencia del Mercado de 
Valores como la de la Superintendencia de Banca, Seguros & AFP tienen fines distintos a la de 
la regulación de competencia, la definición esbozada por cada uno también parte de una 
protección del interés general, siendo el de mercado de valores la formación correcta del precio 
a través de la transparencia de la información; y el de la SBS el evitar el riesgo sistémico.  
 
De este modo, y ante la ausencia de una definición clara de control para el ámbito de la 
competencia, utilizaremos como base la conclusión preliminar antes señalada, al otorgar una 
definición que tiene características cualitativas y no únicamente cuantitativas para considerar una 
situación como control. 
 
Como se puede ver, en legislación nacional se encuentra fuertemente vinculado el término de 
control con el de grupo económico. Esto en la medida que lo segundo es la consecuencia del 
primero, es decir, existirá un grupo económico como consecuencia de que una empresa matriz 
ejerza control sobre sus subsidiarias. 
 
Lo anteriormente mencionado puede ayudarnos a esbozar nuestra definición de control. Al 
respecto, se pueden destacar cinco (05) supuestos en los cuales se pueden encontrar que 
empresas se encuentran vinculadas entre ellas. Estos supuestos son los siguientes: 
 
▪ “Empresas caracterizadas por la participación mayoritaria que una posee en la otra. 
▪ Empresas dominantes y dependientes, caracterizadas por el hecho de que las 
primeras puedan ejercer una influencia dominante sobre las segundas. 
▪ Empresas integrantes de un grupo de sociedades. 
▪ Sociedades con participaciones recíprocas entre sí. 
▪ Sociedades vinculadas por un contrato de empresa.”54 
 
Asimismo, se pueden encontrar diferentes tipos, o técnicas, de control. De este modo, se puede 
diferenciar a las técnicas de control interno de las de control externo. Respecto del primero, son 
de carácter societario porque implican las estructuras, instrumentos y recursos de legislación de 
las sociedades (vinculado a, por ejemplo, la mayoría de los votos en una sociedad); y con 
respecto al segundo, el mismo se adquiere en virtud de las especificas vinculaciones entre las 
sociedades, como, por ejemplo, mediante contratos.55 
 
De esta manera, partiendo de la definición esbozada por legislación nacional con respecto a 
control, podríamos indicar que para el autor antes señalado un grupo económico puede 
 
54  CABANELLAS DE LAS CUEVAS, G. (2008) Derecho Societario – Parte General – Fusiones y otros actos de 
concentración societaria. Los Grupos de Sociedades. Buenos Aires: Heliaste. P. 478 – 479. 
 





identificarse si son empresas dominantes y dependientes, caracterizadas por el hecho de que 
las primeras puedan ejercer control sobre las segundas, sin importar si el control se realizara de 
manera interna o externa. 
 
Este control ejercido, en el caso que nos compete, se realizaría a partir de la obtención de 
acciones de una empresa por parte de otra. Este tipo de control, como se mencionó 
anteriormente, es un control interno, el cual se demuestra a través de las acciones obtenidas, lo 
cual conlleva a que la empresa matriz tenga poder de decisión sobre cada una de las empresas 
de las cuales obtuvo porcentaje accionarial de manera directa o indirecta. 
 
A mayor abundamiento, doctrina nacional indica que esta modalidad de control consiste en un 
control interno, dado por la posibilidad de disponer de la mayoría de votos en la correspondiente 
junta general de acciones de la sociedad controlada, lo cual tiene como consecuencia el poder 
decisión sobre la designación de los órganos de gobierno y el destino de las utilidades.56 
 
Hasta el momento, entonces, tanto la doctrina como legislación nacional coinciden en que existirá 
control por parte de una empresa o persona sobre un grupo de empresas, o una sociedad en 
particular, cuando se pueda ejercer influencia en la toma de decisiones de los órganos de 
gobiernos de las sociedades. 
 
Sin perjuicio de ello, debe tomarse en consideración, adicionalmente a la influencia 
preponderante y dominante sobre una segunda empresa, que una relación de dominación no 
“está referido al simple hecho de que una persona jurídica pueda tener acciones o ser propietaria 
de alícuotas de capital de cualquier otra, sea ésta en minoría o en mayoría, lo que de por si la 
convertirá en una empresa “dominada” o “dependiente”57. Esto en la realidad no necesariamente 
ocurre; debe verificarse que esta relación de dominio dependencia sea una de orden tangencial 
real y no solo desde un aspecto formal, como podría ocurrir en el primer caso”.58 
 
No obstante lo antes mencionado, consideramos que la relación de dominio dependencia no 
necesita ser materializada necesariamente para que se configure un escenario de control. De 
esta manera, para que se considere que una empresa o una persona ejerce control sobre la otra, 
es suficiente que exista la posibilidad de ejercer influencia sobre su actividad económica, o como 
mencionamos, en la toma de decisiones de los órganos de gobierno de las sociedades. En este 
sentido, no resulta necesario que el control se ejecute.59 
 
56  HUNDSKOPF EXEBIO, Oswaldo (2003) Derecho Comercial – Temas Societarios – Tomo IV. Lima: Fondo de 
Desarrollo Editorial de la Universidad de Lima. P.157. 
 
57  O en el caso que nos concierne, “controlada”. 
 
58  LOZANO HERNANDEZ, J. (2006). La Responsabilidad de los Empresarios en las Crisis Patrimoniale – Desde 
el derecho romano hasta el Derecho de Grupos. Lima: Universidad San Martin de Porres. P.150. 
 





De lo anterior se podría concluir, entonces, que la influencia preponderante y dominante en los 
órganos de gobiernos de una empresa, como consecuencia de la obtención directa o indirecta 
de acciones, no se materializaría con la simple obtención de acciones, ya que la posibilidad de 
ejercer la influencia sobre la actividad económica o la toma de decisiones del órgano de gobierno 
correspondiente puede verse afectada por otros mecanismos de control que limitaría el ejercicio 
de dicha influencia. 
 
En este sentido, para que se configure un escenario de control de orden tangencial real, debe 
existir dicha posibilidad de ejercer la influencia respectiva. En este punto cabe recalcar, como se 
ha mencionado anteriormente, que contrariamente a lo recogido en otras normas mercantiles, 
como la Ley General de Sociedades, el concepto de control debe recoger elementos cualitativos 
que deberán ser valorados en cada caso, y la influencia que se ejercerá sobre las actividades de 
una empresa dependerá de la naturaleza de la operación, mercados afectados, previsiones de 
los estatutos, convenios de accionistas y de factores como la regulación aplicable.60 
 
Lo antes mencionado cobra sentido y especial relevancia teniendo en consideración que los 
órganos de gobierno de una sociedad únicamente actúan bajo preceptos impartidos por estos 
mismos, es decir, bajo acuerdos adoptados en las sesiones o juntas correspondientes. De esta 
manera, el control o dominación efectiva se materializaría si existe la posibilidad de influir 
decisivamente en la adopción de acuerdos que, de una u otra manera, materialicen la voluntad 
del nuevo controlador de la empresa. Mientras exista dicha posibilidad de influencia en la 
realidad, se entenderá entonces que se está ejerciendo control efectivo de la sociedad. 
 
De este modo, y para esbozar una definición de control que aplique para el caso en concreto, se 
entenderá que una empresa ejerce control, o dominación, sobre otra cuando exista una 
“influencia continua y preponderante sobre los órganos de gobierno de la sociedad adquirida, ya 
sea de manera directa o indirecta, que permita adoptar los acuerdos que reflejen la voluntad del 
adquirente”. 
 
Para expandir aún más la definición planteada, en el caso en concreto, el órgano de gobierno 
que corresponde, y que adopta las decisiones en las sociedades adquiridas, es el directorio, o 
consejo de administración. 
 
Al respecto, el directorio de una sociedad desempeña la más importante función en el seno de 
la sociedad, al ejecutar los acuerdos de la junta general de accionistas; así como adoptar 
 




diariamente decisiones de su competencia, las cuales conducirán al éxito o fracaso de la 
empresa en cuestión.61 
 
De esta manera, debe entenderse que el directorio, a pesar de ser un órgano subordinado a la 
junta general, cumple un rol de vital importancia en la marcha de la sociedad, ya que guarda 
relación directa con la aprobación de todos los actos y contratos relacionados con el giro del 
negocio de la sociedad correspondiente; así como fija las políticas generales que deben ser 
ejecutadas a través de la gerencia.62 
 
El directorio, entonces, es aquel órgano de gobierno de la sociedad que, a pesar de encontrarse 
subordinada a la junta general de accionistas, gestiona la empresa y se encarga de la conducción 
y de la toma de decisiones que pueden llevar al éxito o fracaso a la empresa. Ello lleva consigo 
que el directorio deba aprobar cualquier nueva política y/o lineamiento económico, así como 
aprueben los contratos que deban ser considerados como materiales y que escapen de las 
facultades del gerente general, que se encuentra subordinado al directorio. 
 
De este modo, a mayor abundamiento, en la definición que se ha venido esbozando, se puede 
señalar que existirá control, en el caso en concreto, cuando exista una “influencia continua y 
preponderante respecto de la toma de decisiones que pueden llevar al éxito o fracaso a la 
sociedad adquirida, ya sea de manera directa o indirecta; y que permita adoptar los acuerdos 
que reflejen la voluntad del adquirente”. 
 
A manera de conclusión, entonces, y recapitulando lo avanzado en el presente capítulo, debe 
entenderse que ocurre una operación o acto de concentración cuando se cumpla con lo indicado 
en la presente definición: 
 
Que la adquisición tenga por efecto que dos o más agentes económicos cesen de su 
independencia en cualquier ámbito de sus actividades, debido a un cambio estable en la 
influencia continua y preponderante respecto de la toma de decisiones que pueden llevar al éxito 
o fracaso a la sociedad adquirida; y que permita adoptar los acuerdos que reflejen la voluntad 
del adquirente. 
 
4.3 ¿Las acciones adoptadas por parte de Enel resultaban razonablemente suficientes 
para determinar que actuaron conforme a lo que se esperaba y por ende no se 
ejerció un control efectivo? 
 
 
61  URIA, Rodrigo; MENENDEZ, Aurelio y GARCÍA DE ENTERRÍA, Javier (1999). “La Sociedad Anónima: Órganos 
Sociales. Los Administradores”. En Curso de Derecho Mercantil. Tomo I. 1ª edición. Madrid: Civitas Ediciones. 
P.895 y ss. 
 
62  HUNDSKOPF EXEBIO, Oswaldo (2003) “El directorio de las sociedad anónimas”. En Tratado de Derecho 
Mercantil. Tomo I. Lima: Gaceta Jurídica. p. 584. 
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Como parte de sus descargos, como fue indicado en los hechos jurídicamente relevantes del 
presente informe, Enel indicó que no cometió la infracción debido a que realizaron todos los actos 
razonablemente esperados para evitar que se materialice la operación de concentración en la 
República del Perú. Esto quiere decir que, para evitar ejercer el control efectivo sobre las 
empresas adquiridas indirectamente, adoptó acuerdos que evitasen ellos. 
 
La premisa antes indicada partió del hecho de que la Ley de Concentraciones no buscaba de 
ninguna manera condicionar la realización de un acto jurídico sujeto a ley extranjera, sin 
embargo, debían realizarse las diligencias necesarias para que no se desplieguen los efectos de 
una concentración sobre las empresas ubicadas en territorio peruano. 
 
En esta línea, Enel comenzó adoptando las previsiones necesarias para que no se materializará 
lo antes indicado. Para ello, el Consejo de Administración de Endesa Latinoamérica S.A., 
empresa holding latinoamericana mediante la cual se ejerce control indirecto sobre las empresas 
ubicadas en territorio peruano, sostuvo una sesión el día 22 de junio de 2009. 
 
En la antes mencionada sesión se dispuso instruir a los representantes de Endesa Latinoamérica 
S.A. de abstenerse de realizar cualquier acto que pudiese alterar la estructura de control vigente 
en Eepsa, Edegel y Edelnor, hasta que la Comisión no emitiera su decisión con relación a la 
operación notificada. 
 
De esta forma, se instruyó que no se realizarían los siguientes actos: (i) no se modificarían los 
órganos de administración de dichas sociedades; (ii) no se alteraría la política comercial de 
dichas sociedades; ni (iii) en forma general se efectuaría acto alguno que implique modificar la 
estructura de control vigente en las sociedades del Grupo Endesa ubicadas en el Perú. 
 
Para Enel, de esta manera, este acto, que fue comunicado por parte de las empresas del Grupo 
Endesa ubicadas en el Perú a la CONASEV, resultaban las precauciones exigibles y 
estrictamente necesarias para asegurar que la transferencia de acciones no sea susceptible de 
surtir efectos propios de una concentración en el Perú. 
 
De esta manera, para poder determinar si efectivamente dichos actos resultaban los 
razonablemente esperados para poder señalar que no se ejerció un control efectivo sobre las 
empresas ubicadas en el territorio peruano, se deben tomar en cuenta dos posibles situaciones 
que no son expresamente indicadas en el expediente de la referencia. 
 
De este modo, el primer escenario es el cual Endesa Latinoamérica S.A. instruyó a las empresas 
del Grupo Endesa de los actos mencionados anteriormente, y ello no se materializó mediante el 
acuerdo de órgano de gobierno correspondiente; y el segundo escenario es en el cual si se 




Respecto del primer escenario, la respuesta al presente problema jurídico resultaría simple. En 
este sentido, cabe recordar el principio fundamental de derecho societario que las personas 
jurídicas son sujetos de derecho distintos de sus accionistas, sean estos personas naturales o 
jurídicas. 
 
En atención a ello, Endesa Latinoamérica S.A., empresa holding que es titular de las acciones 
del Grupo Endesa, adoptó un acuerdo de directorio en el cual se instruye a los representantes 
de las empresas del Grupo Endesa de no realizar los actos mencionados anteriormente. 
 
Sin embargo, ¿resultaría realmente exigible para ellos el acuerdo adoptado? Lo anterior en la 
medida que el acuerdo que resultaría vinculante para dichos representantes sería uno adoptado 
por el órgano de gobierno de la empresa en cuestión, sea Eepsa, Edegel o Edelnor. 
De esta manera, el acuerdo adoptado por Endesa Latinoamérica S.A., si no se trasladaba a un 
acuerdo societario de la empresa correspondiente, no resultaba vinculante societaria y 
legalmente para los representantes, sin perjuicio de una posible eventual falta laboral por no 
cumplir con instrucciones del accionista de la empresa. 
 
Todo lo anteriormente señalado en función de que no se haya adoptado el acuerdo societario 
correspondiente y que un accionista es un sujeto de derecho distinto del de la empresa. 
 
Con referencia al segundo escenario, este sea el que las empresas del Grupo Endesa sí 
adoptaron el acuerdo de órgano de gobierno correspondiente, cabe realizar un análisis por 
separado y disgregado de cada uno de los actos que se instruyó no realizar para sustentar que 
no se ejerció control. 
 
En este punto cabe recordar la definición de control que hemos esbozado en el presente informe. 
De esta manera, para efectos del presente, se entenderá control cuando exista una “influencia 
continua y preponderante respecto de la toma de decisiones que pueden llevar al éxito o fracaso 
a la sociedad adquirida; y que permita adoptar los acuerdos que reflejen la voluntad del 
adquirente”. 
 
A estos efectos, Enel señaló que no se ejerció control efectivo en la medida que se tomó un 
acuerdo en el cual se prohibió que se adopten acuerdos que impliquen los puntos indicados 
previamente. 
 
De este modo, se analizará si la adopción de dicho acuerdo en efecto evitó que se ejerciera 




Al respecto, en primer lugar, cabe señalar que un acuerdo de sesión de directorio, para una 
sociedad peruana que posé este órgano de administración, y tal como se ha indicado 
previamente, constituye un acuerdo vinculante y que resulta de mandatorio cumplimiento para la 
sociedad, salvo que la junta general de accionistas lo revoque. 
 
El directorio, como máximo órgano de administración de una sociedad, de esta forma, y conforme 
a sus deberes fiduciarios de lealtad y cuidado, debe actuar de tal manera que proteja los 
intereses de los accionistas y maximice el eventual retorno por la inversión de los mismos. 
 
Por ello, una eventual conclusión a la que se puede arribar es que efectivamente sí se ejerció 
control efectivo por parte de Enel de las sociedades pertenecientes al Grupo Endesa en la 
República del Perú debido a que, a pesar de que explícitamente se indicó por parte de la holding 
a través de sesión de Consejo de Administración, que no realice ningún tipo de acto que pueda 
llevar al éxito o fracaso a las empresas en cuestión, como se indicó anteriormente, no resulta 
necesario que se materialice un control efectivo, ya que la sola influencia para poder adoptar, 
por ejemplo en este caso, este tipo de decisiones, otorga control al adquirente. 
 
Como argumento en contra de lo señalado anteriormente, se podría indicar lo siguiente respecto 
de las medidas tomadas: 
 
▪ Con respecto a que no se modificarían los órganos de administración de dichas 
sociedades, cabe señalar que, en efecto, la presente restricción evitaría que se modifiquen 
los órganos de administración de las sociedades involucradas, y a su vez, representa una 
importante arista en el éxito o fracaso de una empresa. Ello debido a que, la modificación 
de tanto la gerencia o el directorio, puede conducir a resultados diversos que dependerán 
de a quien se ha colocado en dichos cargos, lo cual puede resultar tanto beneficioso como 
perjudicial para las sociedades involucradas. 
 
▪ Respecto de la no alteración de la política comercial de las sociedades involucradas, cabe 
indicar, de igual manera a lo antes señalado, que la alteración de la política comercial de 
las sociedades involucradas de acuerdo al criterio del adquirente, puede alterar 
drásticamente los resultados de una empresa que viene siguiendo una política en estricto. 
De esta manera, si se alterará la política comercial de una empresa, ya sea para bien o 
para mal, los resultados que estas arrojarán pueden variar considerablemente, lo que nos 
lleva a concluir, de la misma manera, que la presente prohibición si representa una 
limitación a una medida que puede llevar al éxito o fracaso a una empresa. 
 
▪ Por último, respecto de la posible alteración de la estructura de control de las empresas 
del Grupo Endesa, cabe señalar que la alteración de este no implica que una empresa 
fracase o tenga éxito, ya que este criterio se encuentra más vinculado a las decisiones de 
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los órganos de administración. Sin perjuicio de ello, si resulta considerable si se toma en 
cuenta que el cambio de control de la empresa posteriormente puede alterar el índice de 
concentración del mercado, teniendo en consideración el mercado de clientes libres. 
 
En atención a lo antes señalado, es posible señalar que, efectivamente, las medidas aplicadas 
por Enel como parte de la adquisición evitaban que las empresas pertenecientes al Grupo 
Endesa adoptasen decisiones que puedan llevar al éxito o fracaso a dichas empresas.  
 
Sin embargo, cabe señalar que, de acuerdo a la definición esbozada en el presente documento 
de control, sí se cumplirían los requisitos para que configure un escenario de influencia y control 
efectivo. 
 
Ello debido a que se adoptó una decisión en la holding propietaria de las acciones de las 
sociedades del Grupo Endesa, la cual reflejaba la voluntad del adquirente de control. De esta 
manera, pese a que efectivamente se evitó que se ejerciera el control por medio de un acuerdo 
que prevenga que se adopten acuerdos materiales en los órganos de administración de las 
sociedades pertenecientes al Grupo Endesa, el acuerdo en cuestión fue adoptado. Ello reflejaba 
la voluntad del adquirente ya que, para no incumplir las correspondientes condiciones 
precedentes, era necesario adoptar tal acuerdo y de esta manera no incumplir con lo establecido 
en el Contrato de Compraventa de Acciones. 
 
De esta manera, podría concluirse preliminarmente que, pese a que se adoptó un acuerdo que 
evitaría que se materialicen acuerdos relacionados al éxito o fracaso de la empresa, el acuerdo 
en cuestión fue adoptado por decisión del adquirente, por lo que si existiría una influencia 
continua y preponderante en la toma de decisión del órgano de administración. 
 
Asimismo, debe ser considerado que en la definición de control planteada, el aspecto que resulta 
de mayor relevancia al momento de definir control es aquel relacionado con la toma de decisiones 
en cuestión. 
 
Ello por el hecho de que interpretar de dicha manera la definición de control corresponde con los 
objetivos de la legislación de libre competencia. De esta manera, tal como fue mencionado 
previamente, la legislación de libre competencia actualmente persigue como uno de sus objetivos 
la eficiencia económica, así como el bienestar del consumidor – usuario -, a fin de evitar actos 
que puedan resultar finalmente perjudiciales para los usuarios. 
 
De esta manera, el hecho de que se adopte un acuerdo que prevenga que el adquirente pueda 
tomar decisiones que afecten el manejo normal de la empresa, evita justamente que finalmente 
se adopten acuerdos que pueda afectar a los usuarios, en la medida que la empresa deberá 
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seguir manejándose de la misma manera a como lo ha venido haciendo bajo la supervisión de 
los entes reguladores correspondientes. 
 
Como se señaló en el presente análisis previamente, para poder esbozar y determinar si se 
ejerció un control efectivo en el ámbito de libre competencia se debe tener en consideración no 
solo aspectos cuantitativos, sino cualitativos como lo es el mercado de referencia, cuota de 
mercado, volúmenes, entre otros. 
 
Teniendo en consideración el mercado afectado que es el de electricidad y los usuarios que se 
podrían ver afectados - usuarios libres -, se puede señalar que la sola adopción del acuerdo no 
debiera entenderse como el ejercicio del control efectivo por parte del adquirente, ya que es 
justamente el contenido del acuerdo el cual determinará si se está ejerciendo control o no. Si el 
contenido del acuerdo, como en el presente caso, evita que justamente se alteré el normal 
manejo de la empresa, entonces es plausible señalar que no se ha ejercido control y ello es 
coincidente con uno de los objetivos básicos de la libre competencia como lo es el bienestar del 
usuario. 
 
Sin perjuicio de lo antes indicado, y a pesar de que efectivamente no se afectaría finalmente al 
usuario por las medidas adoptadas, cabe señalar que la legislación de libre competencia no solo 
busca evitar los riesgos concretos que puedan materializarse, sino cualquier situación que pueda 
materializarse en una eventual situación perjudicial para los usuarios. 
 
En este sentido, la sola influencia y/o posibilidad de que el adquirente, en este caso Enel, pueda 
efectivamente alterar la situación en la que se encuentran las empresas del Grupo Endesa, en 
perjuicio de los usuarios, y conforme a la definición planteada de control, ya se materializaría 
como una situación de control efectiva que debía ser únicamente materializada de manera 
posterior a la autorización por parte de INDECOPI. 
 
De esta manera, y a manera de conclusión, Enel no adoptó las medidas razonablemente 
adecuadas para evitar ejercer control efectivo sobre las sociedades del Grupo Endesa. Ello 
debido a que, a pesar de que el contenido del acuerdo que tomó evitaba que se maneje la 
administración de las sociedades en cuestión, la sola posibilidad de poder influenciar las 
empresas adquiridas en desmedro de los usuarios ya es suficiente para poder considerar la 
situación en concreto como una de control.  
 
Cabe señalar asimismo que la conclusión arriba respecto del segundo escenario también 
calzaría con lo concluido con respecto al primer escenario, es decir, que no se habrían adoptado 
las medidas necesarias ya que un acuerdo societario de una persona jurídica accionista de otra, 





4.4 ¿Se vulneraron principios de legalidad, tipicidad y razonabilidad del derecho 
administrativo sancionador en el trámite del procedimiento? 
 
De acuerdo a lo indicado en los hechos relevantes del presente caso, durante el trámite del 
procedimiento sancionador, Enel señaló que se habrían vulnerado principios del derecho 
administrativo sancionador en el trámite del procedimiento. 
 
De este modo, Enel señala ante la Comisión, en primer lugar, que se vulneran los principios del 
derecho administrativo sancionador de legalidad y tipicidad. Esto en la medida que alega que la 
sanción que se ha impuesto no se encontraba correctamente tipificada en la norma, ya que no 
se prohíbe el perfeccionamiento del acto de concentración sujeto a ley extranjera. 
 
Por otro lado, Enel también indica que se vulnera el principio del derecho administrativo 
sancionador de razonabilidad. Ello debido a que indican que la sanción impuesta debe 
corresponder con la conducta que busca evitarse, así como, en segunda instancia, señala que 
el principio de razonabilidad no fue tomado en cuenta por la Comisión al no utilizar los criterios 
de graduación de sanción para determinar la multa impuesta finalmente. 
 
En el presente acápite, y teniendo en consideración lo expresado anteriormente, se analizará si 
efectivamente se han vulnerado dichos principios del derecho administrativo sancionador, 
desarrollando antes de ello cada uno de ellos. 
 
4.4.1 ¿Se vulneraron los principios del derecho administrativo sancionador de legalidad 
y tipicidad? 
 
Como se mencionó en la cuestión previa del presente informe, un procedimiento administrativo 
sancionador debe se seguir determinados principios que doten de eficacia al mismo, por lo que 
la vulneración de ellos resultaría en incongruente con el sistema sancionador del estado. 
 
De esta manera, el principio que de alguna manera enmarca el accionar de la administración en 
procedimientos sancionadores, es el principio de legalidad. 
 
Una definición del principio de legalidad es aquella mediante la cual se señala que este principio 
circunscribe el ejercicio del poder público al ordenamiento jurídico que lo rige, de tal manera que 
todos los actos de las autoridades correspondientes, las decisiones que profieran y las gestiones 
que realicen, estén en todo momento subordinadas a la normativa y especialmente a la 
Constitución.63 
 





Otra definición que plantea la doctrina sobre el principio de legalidad se encuentra referida a que 
el principio de legalidad es el principio más importante del derecho administrativo, ya que 
establece que todas las autoridades administrativas deben actuar con respeto a la Constitución, 
la ley y al derecho, dentro de las facultades que le son atribuidas y de acuerdo con los fines para 
que los que fueron conferidos dichas facultades.64 
 
Del mismo modo, puede entenderse al principio de legalidad como uno de los principios capitales 
del Derecho Público y es, al mismo tiempo, uno de los ejes centrales sobre el cual se construye 
el Derecho Administrativo.65 
 
De esta manera, la Administración no goza de la llamada libertad negativa, que permite a los 
administrados no hacer lo que la ley no manda y a poder realizar lo que aquella permite, en la 
medida que solo goza de aquellas facultades que la norma otorga expresamente. Esto tiene 
como resultado que la administración no puede actuar de manera discrecional, debiendo 
sujetarse siempre a lo que la norma o la Constitución señala.66 
 
Por otro lado, el Tribunal Constitucional peruano ha determinado en diferentes sentencias el 
contenido del principio de legalidad en materia de procedimientos administrativos sancionadores. 
De esta manera, ha señalado que el principio de legalidad, en materia sancionadora, impide que 
se pueda atribuir la comisión de una falta si ésta no está previamente determinada en la ley, y 
también prohíbe que se pueda aplicar una sanción si esta no está determinada por la ley. De 
este modo, el Tribunal Constitucional indica que el principio de legalidad impone tres exigencias, 
las cuales son que exista una ley; que la ley sea anterior al hecho sancionado; y que la ley 
describa un supuesto de hecho estrictamente determinado.67 
 
Debido a lo antes indicado, se puede señalar que el principio de legalidad es aquel que dota de 
facultades a la administración y que limita su actuar dentro de dichas facultades. Para ello, la 
administración solo puede actuar conforme a ley, y si impone una sanción, la ley debe ser anterior 
al hecho sancionado y debe establecer el supuesto de hecho concreto. 
 
 
64  GUZMÁN NAPURÍ, Christian (2017) Manual del Procedimiento Administrativo General. Tercera Edición. Lima: 
Instituto Pacífico. p. 29. 
 
65  Op CIT CORDERO QUINZACARA, Eduardo (2014) P. 410. 
 
66  Ibidem. 
 




Esta última definición planteada por el Tribunal Constitucional amplía el concepto de principio de 
legalidad a, justamente, los hechos que son sancionables. Es bajo esta concepción del principio 
de legalidad que se desarrolló el principio de tipicidad. 
 
En primer lugar, cabe señalar que las sanciones administrativas que se encuentran recogidas en 
la normativa, en ocasiones resultan imprescindibles para garantizar la eficacia de las normas que 
regulan los sectores de intervención.68 En este sentido, la doctrina define al principio de tipicidad 
como el principio que muestra la descripción legal de una conducta específica, a la que le 
acompañara una correspondiente sanción administrativa. La especificidad con la que debe estar 
determinada la conducta conlleva una doble exigencia, sobre la base del principio general de 
libertad que impone que las conductas sancionables sean la excepción a esta libertad, y por ello 
deben encontrarse delimitadas sin ninguna clase de indeterminación.69 
 
Es por ello por lo que la administración solo podrá sancionar aquellas conductas que hayan sido 
previamente tipificadas como ilícitas, mediante normas que describan de manera muy 
determinada el supuesto de hecho infractor y la sanción que corresponda aplicable.70 
 
A mayor abundamiento, la doctrina también se refiere al principio de tipicidad como aquel 
principio por el cual solo constituirán conductas sancionables administrativamente las 
infracciones previstas expresamente en normas con rango de ley, sin admitir interpretación 
extensiva o analógica.71 
 
De este modo, se continúa señalando que el principio de tipicidad proviene de una doble 
necesidad, siendo la primera la libertad a la que se hizo mención expresa anteriormente; y la 
segunda, la seguridad jurídica, pues el principio de tipicidad permite que los administrados tengan 
un conocimiento certero de las consecuencias de los actos que realicen.72 
 
Respecto de la seguridad jurídica, asimismo, se señala también que este sería el fundamento 
detrás del principio de tipicidad73, en la medida que justamente se busca que los ciudadanos 
puedan prever las consecuencias de sus conductas. De esta manera, nadie debe ser sancionado 
 
68  CANO CAMPOS, Tomas (2009) Lecciones y materiales para el estudio del Derecho Administrativo. Tomo III: La 
actividad de las administraciones públicas. Volumen II. IUSTEL: Madrid. P. 87. 
 
69  Op cit VERGARAY, Verónica p. 410. 
 
70  Ibidem. 
 
71  Op cit GUZMÁN NAPURÍ, Christian p. 29. 
 
72  Ibidem. 
 
73  HUAPAYA TAPIA, Ramón (2019) citando a GOMEZ TOMILLO, Manuel y SANZ RUBIALES, Iñigo (2010). 
Derecho Administrativo Sancionador. Parte General. Teoría General y Práctica del Derecho Penal Administrativo. 




por una conducta que no conocía de antemano que era una infracción. En este sentido, los tipos 
infractores deben ser claros, precisos e inequívocos.74 
 
De lo antes mencionado se podría confundir al principio de legalidad con el de tipicidad, ya que 
los dos hacen referencia a que no es pasible de sanción aquello que no se encuentra 
certeramente identificado en la norma, sin embargo, el Tribunal Constitucional ha establecido 
claramente la diferencia al señalar lo siguiente: 
 
“Sin embargo, no debe identificarse el principio de legalidad con el principio de 
tipicidad. El primero (…), se satisface cuando se cumple con la previsión de las 
infracciones y sanciones en la ley. El segundo, en cambio, define la conducta que 
la ley considera como falta. Tal precisión de lo considerado como antijurídico desde 
un punto de vista administrativo, por tanto, no está sujeto a una reserva de ley 
absoluta, sino que puede ser complementado a través de los reglamentos 
respectivos”.75 
 
El Tribunal Constitucional continúa indicando lo siguiente: 
 
“ (…) el subprincipio de tipicidad o taxatividad constituye una de las manifestaciones 
o concreciones del principio de legalidad respecto de los límites que se imponen al 
legislador penal o administrativo, a efectos de que las prohibiciones que definen 
sanciones, sean estas penales o administrativas, estén redactadas con un nivel de 
precisión suficiente que permita a cualquier ciudadano comprender sin dificultad lo 
que se está proscribiendo, bajo amenaza de sanción en una determinada 
disposición legal.”76 
 
De esta manera, debe entenderse que se vulnerará el principio de legalidad cuando la 
administración no actúa conforme a la ley o la constitución, pese a encontrarse la infracción y la 
sanción en la norma; mientras que el principio de tipicidad se verá vulnerado cuando la 
administración aplica una sanción que no corresponde con el supuesto de hecho que establece 
la norma. 
 
En el caso en concreto, la norma que ha sido cuestionada por parte de Enel, señalando que la 
aplicación de la sanción no corresponde al supuesto de hecho que la misma señala, es la 
siguiente: 
 
74  HUAPAYA TAPIA, Ramón (2019) Los principios de la potestad sancionadora a la luz de las modificaciones del 
Decreto Lesgislativo N° 1272. En Revista de Derecho Administrativo de la Pontificia Universidad Católica del 
Perú. Año 2019, N° 17, P. 63. 
 
75  Sentencia del Tribunal Constitucional del Perú que recae en Expediente N° 00197-2010-PA/TC. 
 




“Artículo 6.- La Comisión de Libre Competencia del INDECOPI podrá imponer a las 
personas o empresas a que se refiere el Artículo 4 de la presente Ley, multas por un 
importe no mayor a 500 UIT cuando: omitan la presentación de la solicitud de autorización 
de un acto de concentración antes de ser efectuado, suministren datos inexactos en la 
solicitud presentada o en respuesta a los requerimientos de la Comisión, o no proporcionen 
la información dentro de los plazos establecidos. 
  
      Sin perjuicio de lo señalado en el párrafo precedente, la Comisión podrá importar multas 
de hasta el 10% de las ventas o ingresos brutos percibidos por las empresas que 
desarrollan alguna actividad eléctrica en el territorio nacional, involucradas directa o 
indirectamente en la concentración -en los términos establecidos en el Artículo 3 de la 
presente Ley-, correspondientes al año inmediato anterior a la decisión de la Comisión, a 
las personas o empresas a que se refiere el Artículo 4 de la misma, que: realicen el acto 
de concentración omitiendo solicitar su autorización previa o lo lleven a cabo luego de 
presentada la solicitud pero antes de la decisión de la Comisión o del Tribunal, realicen un 
acto de concentración declarado incompatible por tener como efecto el disminuir, dañar o 
impedir la competencia y la libre concurrencia mediante decisión de la Comisión o no 
cumplan con las medidas ordenadas mediante decisión adoptada por la Comisión.” 
 
De esta manera, en primer lugar, debe identificarse cuales son los supuestos de hecho que 
establece la norma y sus correspondientes sanciones, para poder verificar si el principio de 
legalidad se ha visto afectado. 
 
Es de este modo que se puede señalar que el principio de legalidad no se ha visto afectado, en 
la medida que, para que ello ocurra, la administración debió haber actuado de manera distinta a 
como señala la norma. 
 
De esta manera, cabe señalar que de acuerdo a lo determinado por la Ley Orgánica del Poder 
Ejecutivo – Ley N° 29158 y el Decreto Ley N° 25868 – Ley de Organización y Funciones del 
Instituto Nacional de Defensa de la Competencia y de la Protección de la Propiedad Intelectual 
– INDECOPI, INDECOPI es un organismo público adscrito a la Presidencia del Consejo de 
Ministros, con personería jurídica de derecho público. 
 
En este sentido, INDECOPI, de acuerdo con su ley orgánica, es el organismo encargado de, 
entre otros, proteger el mercado de las prácticas restrictivas, limitativas, que distorsionen la 
competencia y que afecten a los consumidores. 
 
Para poder realizar ello, y como se mencionó anteriormente, las distintas normas especiales de 
competencia le otorgan a INDECOPI la facultad sancionadora de la administración, la cual viene 
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aparejada de la función policial y de fiscalización, la primera reflejándose principalmente en la 
facultad de poder imponer medidas correctivas, y la segunda en el hecho de que, para poder 
determinar responsabilidad, deben poder supervisar acordemente que los administrados se 
encuentren cumpliendo con sus obligaciones. 
 
En atención a ello, y en referencia nuevamente al principio de legalidad, en primer lugar, 
INDECOPI actuó conforme a las facultades que le fueron otorgadas mediante la Ley de 
Concentraciones, la cual le otorgó competencia sobre todos estos procedimientos. 
 
En segundo lugar, INDECOPI impuso una sanción que se encontraba prevista en la Ley de 
Concentraciones, al establecerse el supuesto de hecho, el cual se identifica como realizar el acto 
de concentración omitiendo solicitar su autorización previa o la lleven a cabo luego de presentada 
la solicitud, pero antes de la decisión de la Comisión; y la sanción como resultado de lo antes 
señalado, equivalente hasta el 10% de las ventas o ingresos brutos percibidos por la empresa 
respectiva. 
 
De este modo, se han previsto las normas e infracciones establecidas en la Ley de 
Concentraciones, por lo que el principio de legalidad no se ha visto afectado. 
 
Respecto al principio de tipicidad, para que el mismo no se haya visto afectado, el supuesto de 
hecho debe estar claramente determinado, y una vez determinado el mismo, la sanción impuesta 
debe ser aquella que corresponda. 
 
Como se señaló anteriormente, la dualidad supuesto de hecho – sanción debe encontrarse 
claramente determinada, y puede identificarse como la siguiente: 
 
Supuesto de hecho: Acto de concentración omitiendo solicitar su autorización previa o la lleven 
a cabo luego de presentada la solicitud, pero antes de la decisión de la Comisión. 
 
Sanción: Hasta el 10% de las ventas o ingresos brutos percibidos por la empresa respectiva. 
 
La Comisión decidió sancionar de esta manera ya que, a su criterio, se cumplió con el supuesto 
de hecho que acompañaba la sanción. De acuerdo con la interpretación dada por tanto la 
Comisión como el Tribunal, ello sería correcto. Esto debido a que la norma establece 
expresamente la sanción que corresponde ante el supuesto de hecho antes mencionado, y de 
acuerdo con lo indicado por tanto la Comisión como el Tribunal, se habría cumplido con el 
supuesto de hecho, ya que la operación de concentración se habría materializado simplemente 
por el traspaso de las acciones. De esta manera, la conducta tipificada se habría realizado por 




A mayor abundamiento, y de acuerdo con lo concluido en los anteriores acápites del presente 
informe, debe considerarse que el acto de concentración, efectivamente, si se materializó en la 
realidad. Lo anterior en la medida que, a pesar de que se adoptaron acuerdos que puedan evitar 
un manejo de las empresas del Grupo Endesa, Enel ya contaba con una influencia continua y 
preponderante que podría utilizar en desmedro de los usuarios si así lo considerase, por lo que 
existía un escenario de control efectivo. 
 
Debido a esto, el principio de tipicidad no se habría visto afectado, ya que el supuesto de hecho 
sí se habría materializado en la realidad y con ello el acto de concentración sí se habría 
concretado. Por esta razón, sí correspondía sancionar y por ende el principio de tipicidad no se 
habría visto afectado. 
 
A mayor abundamiento, y haciendo referencia a la prueba de legalidad y tipicidad del derecho 
administrativo sancionador, cabe indicar que para poder evaluar si la conducta tipificada fue 
efectivamente realizada por el administrado, se tiene que tomar en consideración tres aspectos 
que son los que se mencionarán a continuación y que si se cumplen entonces correspondería 
sancionar: 
 
1. Cuando existe una norma legal que establece una obligación legal a su cargo. 
2. Cuando el incumplimiento de esa obligación legal esta tipificada como infracción 
administrativa de manera previa al acto. 
3. Cuando se establece una sanción como consecuencia jurídica a la infracción.77 
 
De esta manera, podemos ver que los tres supuestos se han cumplido de acuerdo con lo 
desarrollado en el presente acápite, ya que:  
 
1. El artículo 6° de la Ley de Concentraciones, así como el cuerpo normativo del mismo, 
imponían una obligación de notificar a cargo de la empresa que se fuera a concentrar, en 
este caso Enel y de no concretar la operación de concentración de manera previa a la 
autorización por parte de INDECOPI. 
2. El artículo 6, asimismo, establecía que el no notificar, o realizarlo luego de haber notificado 
pero antes de la aprobación, correspondía a una infracción. 
3. El artículo 6° indicaba el monto máximo de la multa a imponerse. 
 
Por ello, la sanción si correspondía ser impuesta al encontrarse tipificada y el supuesto de hecho 
materializarse. Cabe indicar además que la infracción resultaría ser una instantánea, pero con 
efectos permanentes, ya que el bien jurídico protegido fue lesionado en un momento 
 
77  ROJAS, VERONICA (2020) El principio de tipicidad y el principio de culpabilidad ¿Qué son y como aplicarlos? 




determinado, en el que la infracción se consumó y se produjo una situación antijurídica 
duradera.78  
 
Esto, ya que la infracción justamente fue el hecho de haberse concretado la operación de 
concentración luego de haber notificado, pero antes de esperar la aprobación de INDECOPI. En 
este sentido, la infracción se consumó en el momento en que se concretó la operación de 
concentración, y tendría efectos duraderos en la medida que los efectos de la conducta 
permanecen en el tiempo – el acto de concentración ya se realizó -.  
 
Sin perjuicio de ello, cabe indicar que en la medida que la operación de concentración de igual 
manera fue aprobada, entonces la infracción en ese sentido no se mantendría ya que la 
autorización fue otorgada, lo que no obsta de la imposición de la sanción ya que la conducta 
reprochable si se materializó. 
 
A manera de conclusión del presente acápite, entonces, cabe indicar que el principio de legalidad 
en materia sancionadora no se habría visto afectado, en la medida que tanto la sanción como el 
supuesto de hecho se encontraban en la norma. Asimismo, el principio de tipicidad no se habría 
afectado, ya que el supuesto de hecho (acto de concentración) se habría materializado en la 
realidad, por lo que correspondía sancionar.  
 
4.4.2 ¿Se vulneró el principio de razonabilidad? 
 
Continuando con el análisis respecto de si se vulneraron principios del derecho administrativo 
sancionador, cabe determinar si se vulneró el principio de razonabilidad en la imposición de la 
sanción. 
 
De esta manera, el principio de razonabilidad en materia administrativa sancionadora es aquel 
por el cual se busca que la comisión de la conducta sancionable no resulte más ventajosa para 
el infractor que cumplir las normas o asumir la sanción. De esta manera, las sanciones a aplicarse 
deben ser proporcionales al incumplimiento calificado como infracción. 
 
Lo anterior se justifica en el llamado “exceso de punición”. Bajo este concepto, la administración 
no debe imponer una sanción al administrado que resulte desproporcional tomando en 
consideración la infracción cometida. De esta manera, la administración debe imponer como 
sanción aquella que acepte como proporcional en el caso en concreto.79 
 
 
78  BACA ONETO, Víctor Sebastián. La prescripción de las infracciones y su clasificación en la Ley del 
Procedimiento Administrativo General. En Revista Derecho & Sociedad N° 37. Año 2012. P. 268. 
 




Es así que el exceso de punición presupone asumir dos ideas básicas que son que, por un lado, 
debe existir una conducta que se considera como reprochable, la cual debe encontrarse 
tipificada; y, por otro lado, debe existir una acción administrativa que carece de adecuada 
proporcionalidad, tomando en consideración el nivel de reproche que amerite la conducta 
incurrida.80 
 
A mayor abundamiento, también puede indicarse que el principio de razonabilidad está diseñado 
a fin de evitar que la sanción carezca de efecto disuasivo, pero que a la vez no constituya un 
exceso de punición de tal manera que la sanción resulte confiscatoria.81 
 
El Tribunal Constitucional ha determinado que el principio de razonabilidad en el derecho 
administrativo sancionador sugiere una valoración respecto del resultado del razonamiento del 
juzgador expresado en su decisión.82 Asimismo, ha determinado que el principio de razonabilidad 
se expresa como un mecanismo de control o interdicción de la arbitrariedad de los poderes 
públicos en el uso de sus facultades discrecionales, y exige que las decisiones que se toman en 
ese contexto, respondan a criterios de racionalidad y no sean arbitrarios.83 
 
Bajo las definiciones planteadas, entonces, puede señalarse que el principio de razonabilidad es 
aquel principio que evita que la administración interponga sanciones que no puedan 
corresponder con la conducta reprochable, pero que, de la misma manera, evite que el 
administrado infractor vuelva a cometer la misma infracción, otorgando un matiz disuasivo. 
 
De esta manera, en primera instancia, la decisión de la Comisión para imponer la sanción tomó 
en consideración únicamente dos criterios: la supuesta intencionalidad de Enel al cometer la 
infracción, así como la infracción cometida. 
 
En base a dichos criterios, es que decidió imponer una sanción ascendente a mil (1,000) UIT, sin 
tomar en consideración los criterios de graduación de la sanción que establece la norma. En 
relación a este punto, debe señalarse que existe un claro supuesto de exceso de punición. Esto 
en la medida que la sanción impuesta no es proporcional a la infracción realizada, teniendo en 
consideración que el acto de concentración había sido, aunque de manera posterior, autorizado 
por la Comisión, así como por los entes reguladores correspondientes. 
 
De este modo, la Comisión, y tal como desarrolló la Sala, debió de haber tomado en 
consideración todos los criterios de graduación de sanción para evitar una sanción arbitraria y 
discrecional como la que terminó por imponer a Enel. 
 
80  Idem. 
 
81  Op cit  GUZMÁN NAPURÍ, Christian p. 743 
 
82  Sentencia del Tribunal Constitucional del Perú que recae en Expediente N° 2192-2004-AA/TC. 
 




En este sentido, la Sala aplicó el criterio correcto al decidir reducir la sanción. 
 
Lo anterior justamente por el hecho de que la Sala analizó todos los criterios de graduación de 
sanción que la norma prevé para supuestos como el aquí analizado, y que a continuación se 
indican: 
 
▪ Gravedad del daño al interés público y/o bien jurídico protegido: Como se ha señalado en 
el presente expediente, el bien jurídico protegido es el bienestar del usuario, así como la 
eficiencia económica de los mercados. En este sentido, tal como establecieron los entes 
reguladores que aprobaron la operación, no existe un daño concreto, en la medida que los 
índices de concentración del mercado no variarían, y por el contrario, podría resultar más 
ventajoso para el usuario. 
 
▪ El perjuicio económico causado: No existiría perjuicio económico, ya que la operación de 
concentración solo involucraba un cambio de accionistas del Grupo Endesa, por lo que no 
existiría un perjuicio económico que se haya materializado en la realidad. 
 
▪ La repetición y/o continuidad en la comisión de la infracción: La alegada infracción 
resultaría la primera cometida por Enel. 
 
▪ Las circunstancias de la comisión de la infracción: Debe tomarse en consideración que si 
Enel no cumplía con efectivizar la operación en territorio extranjero, hubiera incurrido en 
incumplimiento del correspondiente contrato. Asimismo, Enel adoptó las medidas para 
mitigar que dicha operación tuviera efectos en Perú. 
 
▪ El beneficio ilegalmente obtenido: No se habría obtenido beneficio alguno en la comisión 
de la infracción. 
 
▪ La existencia o no de intencionalidad en la conducta del infractor: A pesar que Enel conocía 
que el acto podía ser sancionado en territorio peruano, actuó conforme fue asesorado y 
con el pensamiento de que el acto realizado no constituiría una infracción, para lo cual se 
tomaron las previsiones necesarias. 
 
No obstante todo lo antes indicado, a pesar de que si resulta correcto el hecho que la Sala haya 
disminuido la sanción, el monto al que fue reducida la sanción la convertiría en irrisoria, por lo 
que sí se habría afectado el principio de razonabilidad. 
 
Lo antes mencionado en la medida que, como se mencionó anteriormente, el objetivo del 
principio de razonabilidad es que el monto de la infracción debe ser tal que disuada al infractor 
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de cometer nuevamente la infracción, al ser más costosa pagar la misma que los potenciales 
beneficios que podría obtener por el incumplimiento. 
 
De este modo, y considerando la envergadura empresarial del grupo que lidera Enel, una multa 
de únicamente cien (100) UIT resultaría no considerable y que lo incentivaría incluso a cometer 
la infracción en el futuro al poder ser más beneficioso no cumplir con la norma que acatar su 
cumplimiento. En este sentido, una disminución que resultaría proporcional podría oscilar entre 
trescientos (300) y quinientos (500) UIT para evitar que el ilícito vuelva a ocurrir. 
 
En conclusión, el principio de razonabilidad si fue vulnerado por la Comisión, al establecer una 
sanción que no correspondía con la infracción realizada, teniendo en consideración los criterios 
de graduación de la sanción.  
 
Ello, asimismo, no fue respetado por la Sala, la cual disminuyó la sanción a cien (100) UIT, en la 
medida que, pese a que no hubo un perjuicio materialmente causado por la operación de 
concentración, el principio de razonabilidad también prevé que la sanción que se va a imponer 
debe también tener un efecto disuasivo para que la infracción no vuelva a cometerse, por lo que 
cien (100) UIT no resultaría suficiente. 
 
4.5 ¿INDECOPI posee facultades extraterritoriales que le permite cuestionar actos 
celebrados en territorio extranjero? 
 
Para finalizar con el presente informe, debe abordarse un tema que resultó controversial en el 
desarrollo del procedimiento administrativo sancionador, relacionado a si INDECOPI, 
específicamente la Comisión y la Sala, poseían facultades extraterritoriales que le permitían 
cuestionar actos celebrados en territorio extranjero. 
 
De esta manera, Enel cuestiona que INDECOPI considere que puede cuestionar la validez o 
eficacia de la celebración del Contrato de Compraventa de Acciones, en atención a un principio 
del derecho consuetudinario internacional, fundamentado en nociones elementales de 
soberanía, que el ámbito espacial dentro del cual han de aplicarse las consecuencias previstas 
de una ley doméstica es el territorio donde esta se promulga. 
 
Para ello, argumenta que INDECOPI únicamente puede cuestionar los efectos que dichos actos 
celebrados en territorio extranjero tengan en territorio peruano, mas no la validez del acto jurídico 
en si mismo. Lo anterior en virtud de la teoría de los efectos, teoría que en materia de libre 
competencia permite que entes reguladores nacionales priven de los efectos anticompetitivos 




Ante ello, INDECOPI señaló que la Ley de Concentraciones extiende el ámbito de aplicación de 
la norma al extranjero, mediante la teoría de los efectos. De esta manera, no habría colisión con 
el principio de territorialidad invocado, ya que, en el caso de actos de concentración, los efectos 
son inmediatos, en la medida que se modifica la estructura de control de las empresas 
involucradas. 
 
Ante esto, cabe analizar, en primer lugar, que es lo que se debe entender por el principio de 
territorialidad invocado, para luego poder concluir si, en efecto, INDECOPI podía cuestionar la 
validez de actos jurídicos celebrados en el extranjero mediante la teoría de los efectos. 
 
4.5.1 ¿Qué debe entenderse por el “principio de territorialidad? 
 
En primer lugar, cabe señalar que el concepto de principio de territorialidad invocado hace 
referencia explícita al ámbito espacial de la norma internacional, tal como fue mencionado por 
Enel en su correspondiente escrito. 
 
De esta manera, se reconoce que es un principio del derecho consuetudinario internacional que 
el ámbito espacial de las normas son el territorio donde las mismas han sido promulgadas. 
 
Al respecto, el derecho consuetudinario internacional es aquel que en términos de fuente del 
derecho internacional se reconoce como la costumbre internacional. 
 
De este modo, el artículo 38° de la Corte Internacional de Justicia establece que dicho tribunal 
puede resolver una controversia entre Estados mediante la aplicación de la costumbre 
internacional, como prueba de una práctica generalmente aceptada como derecho.84 
 
De esta manera, la acepción antes mencionada trae consigo dos elementos fundamentales, que 
pueden identificarse como el aspecto material, referido al uso constante y uniforme; y el espiritual, 
referido a la convicción de obligatoriedad jurídica de la práctica.85 
 
Asimismo, puede identificarse que deben existir dos factores importantes dentro del aspecto 
material del derecho consuetudinario internacional, que son los factores temporales y espaciales. 
Al respecto, el factor temporal hace referencia al transcurso del tiempo en que la práctica debe 




84  SALMÓN, Elizabeth (2014) Curso de Derecho Internacional Público. Lima: Fondo Editorial de la PUCP. p.229. 
 
85   Ibidem. 
 




Del mismo modo, la costumbre internacional también puede definirse como aquel conjunto de 
máximas y prácticas consagradas por el largo uso y que las naciones observan entre sí como 
una especie de derecho.87 
 
En atención a ello, también se identifican como elementos fundamentales y constitutivos del 
derecho consuetudinario internacional dos elementos fundamentales, que son el material y el 
psicológico.88 
 
De esta manera, el elemento material se encuentra compuesto de dos subelementos, que son: 
(i) la continuidad en el tiempo, que hace referencia a que la práctica debe repetirse en el tiempo, 
ya que es el tiempo el que hace madurar una práctica; y (ii) el elemento psicológico, en virtud del 
cual los Estados reiteran una práctica en la convicción de que se está respondiendo a una 
necesidad jurídica.89 
 
Determinado el contenido del derecho consuetudinario internacional, entonces cabe señalar que, 
justamente, se considera que el ámbito espacial de las normas de orden interno no extienden su 
aplicación a ordenes jurídicos extranjeros, en la medida que los Estados, como práctica 
constante y que se ha extendido en el tiempo, y de manera general hacia otros Estados, solo 
consideran como aplicables sus normas de orden interno en el territorio bajo el cual se ejerce la 
correspondiente soberanía. 
 
De este modo, el Estado como sujeto de derecho internacional, debe de poseer un territorio sobre 
el cual se ejerza la actividad de dicho Estado. De esta forma, se puede señalar que el territorio 
es el espacio al que se limita la validez del orden jurídico del Estado. Asimismo, se puede indicar 
que el territorio es justamente lo que asegura a la comunidad política la permanencia a través 
del tiempo, ya que garantiza el ejercicio interno y externo de la soberanía y define el 
emplazamiento geográfico del Estado.90 
 
Lo anterior en la medida que la consistencia del territorio resulta de la idea de que el territorio es 
el espacio donde se aplica el poder del Estado. En dicho espacio es donde el Estado ejerce las 
competencias que emanan de su soberanía, en el territorio estatal.91 
 
 
87   NOVAK TALAVERA, Fabian y CORROCHANO MOYANO, Luis García (2001). Derecho Internacional Público. 
Tomo I. Lima: Fondo Editorial de la PUCP. p.83. 
 
88   Op cit NOVAK TALAVERA, Fabian y CORROCHANO MOYANO, Luis García p.86. 
 
89  Op cit NOVAK TALAVERA, Fabian y CORROCHANO MOYANO, Luis García p. 86 y p. 91. 
 
90  NOVAK TALAVERA, Fabian y CORROCHANO MOYANO, Luis García (2001). Derecho Internacional Público. 
Tomo II. Lima: Fondo Editorial de la PUCP. p. 36.  
 




Doctrina diferente también aborda el territorio como un elemento constitutivo del Estado, y la 
define como el espacio geográfico donde el Estado ejerce sus competencias. De esta manera, 
no importarán las dimensiones geográficas del Estado, mientras sea un único territorio en donde 
el Estado ejerce su correspondiente soberanía.92 
 
En este sentido, el principio de territorialidad señala que, como práctica constante en el tiempo y 
de manera general hacia diferentes Estados, estos no pueden extender el ámbito espacial de 
sus normas hacia Estados ajenos, en la medida que cada Estado es soberano en el territorio que 
le pertenece, por lo que sus disposiciones internas solo pueden ser aplicadas, justamente, de 
manera interna. 
 
Ello se complementa con el hecho de que el derecho internacional privado peruano, y recogido 
en nuestro Código Civil, indica expresamente que los contratos se rigen por la autonomía de la 
voluntad de las partes en cuanto a legislación aplicable al caso en concreto. De esta manera, las 
partes pueden establecer libremente en su contrato bajo que cuerpo normativo regirán sus 
relaciones.93 Del mismo modo, se establece que la jurisdicción aplicable será la del lugar de 
celebración del contrato. 
 
Por todo lo antes mencionado, cabe señalar preliminarmente que, en aplicación del principio de 
territorialidad, y en virtud a lo pactado por las partes respecto de la legislación aplicable al 
Contrato de Compraventa de Acciones, INDECOPI no posé facultades para poder cuestionar la 
validez y/o eficacia de dicho acto. Lo anterior en la medida que una norma de orden interno no 
puede afectar la soberanía de otro Estado en referencia a actos celebrados bajo dicha 
jurisdicción. 
 
4.5.2 ¿Cuál es el alcance de la norma peruana a los actos jurídicos celebrados en el 
extranjero bajo la denominada “Teoría de los Efectos”? 
 
Ahora que se ha determinado que bajo el principio de territorialidad INDECOPI no posé 
facultades extraterritoriales que le permitan cuestionar actos jurídicos celebrados en el 
extranjero, cabe complementar dicha respuesta tomando en consideración la denominada “teoría 
de los efectos”, la cual ayudará a determinar si INDECOPI podía en efecto cuestionar el acto 
jurídico, sin perjuicio del principio antes mencionado. 
 
 
92   Op cit SALMÓN, Elizabeth pp. 62 – 63. 
 
93  DELGADO BARRETO, César; DELGADO MENÉNDEZ, María Antonieta y CANDELA SÁNCHEZ, César (2012) 




La teoría de los efectos se acuñó por efecto de la globalización y los efectos transfronterizos que 
podrían tener determinadas operaciones celebradas, si dichas empresas tenían alcance más allá 
del ordenamiento interno. 
 
En este sentido, en Estados Unidos, se planteó la teoría de los efectos al señalarse que cualquier 
Estado podría imponer sanciones, incluso a sujetos que no se encuentran bajo su jurisdicción, 
por conductas que ocurren fuera de sus bordes pero que tienen un efecto en el territorio del cual 
el Estado es soberano.94 
 
La teoría de los efectos, de esta manera, fue incluida dentro de la jurisdicción de diferentes 
Estados como parte del derecho consuetudinario internacional, en la medida que resultaba 
imperativo que los Estados pudieran sancionar a agentes extranjeros que celebren actos cuyos 
efectos generen efectos anticompetitivos en el ordenamiento interno. 
 
A mayor abundamiento, en relación al ordenamiento comunitario europeo, en la misma se puede 
ver que se ha incluido la teoría de los efectos bajo la premisa de que los Estados deben poder 
someter a su jurisdicción nacional cualquier acto que pueda afectar negativamente su territorio.95 
 
De esta manera, puede definirse la teoría de los efectos como aquella teoría implementada por 
los Estados como parte del derecho consuetudinario internacional, que permite que Estados 
prohíban restricciones a la competencia que puedan ocurrir en su territorio, siempre que dichos 
efectos, efectivamente, se materialicen en el territorio en cuestión. 
 
La teoría de los efectos en la Ley de Concentraciones, de esta manera, se encontraría plasmada 
en el siguiente artículo de la misma: 
 
“Artículo 4.- Ámbito de aplicación territorial.- La presente Ley es de aplicación a las 
conductas que produzcan o puedan producir efectos anticompetitivos en todo o en parte del 
territorio nacional, aún cuando dicho acto se haya originado en el extranjero.” 
 
Aplicado al caso en concreto, debe señalarse, entonces, que la teoría de los efectos no permite 
que un ente regulador extienda la aplicación de una norma de orden interno al cuestionamiento 
de la validez y/o eficacia de actos jurídicos celebrados en el extranjero. 
 
La validez y/o eficacia del acto jurídico dependerá únicamente de la legislación bajo la cual fue 
pactado el contrato, así como dependerá de la jurisdicción que rige sobre la misma, en atención 
al principio de soberanía de cada Estado respecto de su territorio. 
 
94  United States vs Aluminum Company of America and others, 44 F.SUpp.97, 148 F.2d 416. Recuperado el 
10/01/2019. https://law.justia.com/cases/federal/appellate-courts/F2/148/416/1503668/. 
 
95  RITTER, Lenart y otros (2000) European Competition Law: A Practitioners Guide. Segunda Edición. La Haya: 




Sin perjuicio de ello, la teoría de los efectos si permite que INDECOPI pueda imponer sanciones 
a agentes extranjeros que celebren un acto que pueda ocasionar un perjuicio en territorio 
nacional de naturaleza anticompetitiva. 
 
Para que ello pueda realizarse, se debe verificar que los efectos se hayan materializado en 
territorio nacional. 
 
Como se ha desarrollado en el presente informe, en el presente caso sí es posible determinar 
que se hayan materializado los efectos de la concentración en territorio peruano, teniendo en 
consideración los acuerdos que adoptó Enel respecto de las decisiones que pueden llevar al 
éxito o al fracaso a las sociedades en cuestión. 
 
A mayor abundamiento, la teoría de los efectos, para poder ser aplicada, establece que los 
efectos que se materialicen deben de tener consecuencias negativas para la competencia en 
territorio nacional. De esta manera, podría señalarse que ello no ha ocurrido ya que los acuerdos 
adoptados por Enel resguardarían el bienestar del usuario y la eficiencia económica del mercado. 
 
Sin perjuicio de lo antes indicado, el efecto perjudicial sobre la competencia, como ha sido 
manifestado anteriormente, no solo debe reflejarse en un riesgo concreto, sino que se materializa 
con la sola posibilidad de poder influir negativamente. En este sentido, sí correspondería 
sancionar bajo la teoría de los efectos ya que un eventual perjuicio podría materializarse., sin 
necesidad de que el mismo sea concreto. 
 
En atención a lo antes indicado, puede concluirse que bajo la teoría de los efectos, sí se extiende 
la aplicación de la norma nacional a territorio extranjero, pero únicamente para sancionar posibles 
actos cuyos efectos puedan resultar perjudiciales para la competencia en el Perú. De esta 
manera, y en atención a la soberanía de cada Estado, INDECOPI no tiene la capacidad para 
cuestionar la validez y/o eficacia de un acto jurídico celebrado en el extranjero, más si para 
sancionar a aquellos agentes cuyos actos tengan como efecto una restricción en la competencia. 
En el presente caso se puede ver que ello sí ocurre, ya que la sola posibilidad de influenciar en 
la empresa adquirida le otorgó un control efectivo a Enel. 
 
V. CONCLUSIONES  
 
1. Existen diferentes objetivos que justifican la regulación del derecho de libre competencia, 
teniendo como eje principal del mismo el bienestar del usuario. Lo anterior tomando en 
consideración la eficiencia económica, lo que trae consigo que el mercado pueda actuar 




2. Cualquier procedimiento administrativo sancionador que no cumpla con las garantías 
mínimas aplicables y vinculadas a los principios de dicho procedimiento, es uno que 
vulnera derechos fundamentales y que va en contra de la normativa aplicable, partiendo 
de la Constitución. 
 
3. Debe entenderse que ocurre una operación o acto de concentración cuando se cumpla 
con lo indicado en la presente definición: 
 
Que la adquisición tenga por efecto que dos o más agentes económicos cesen de su 
independencia en cualquier ámbito de sus actividades, debido a un cambio estable en la 
influencia continua y preponderante respecto de la toma de decisiones que pueden llevar 
al éxito o fracaso a la sociedad adquirida; y que permita adoptar los acuerdos que reflejen 
la voluntad del adquirente-. 
 
4. En un escenario en el cual el acuerdo adoptado por Endesa Latinoamérica S.A. ha sido 
formalizado mediante el acuerdo de órgano de gobierno societario correspondiente de las 
empresas del Grupo Endesa, Enel no habría adoptado las medidas razonablemente 
adecuadas para evitar ejercer control efectivo sobre dichas sociedades. Ello debido a que, 
a pesar de que el contenido del acuerdo que tomó evitaba que se maneje la administración 
de las sociedades en cuestión, la sola posibilidad de poder influenciar las empresas 
adquiridas en desmedro de los usuarios ya es suficiente para poder considerar la situación 
en concreto como una de control.  
 
5. En un segundo escenario en el cual las empresas del Grupo Endesa no formalizaron el 
acuerdo adoptado por Endesa Latinoamérica S.A. mediante el acuerdo de órgano de 
gobierno societario correspondiente, asimismo, no se habrían adoptado las medidas 
necesarias ya que un acuerdo societario de una persona jurídica accionista de otra, no 
vincularía a los representantes de la segunda al menos que sea adoptada por la sociedad 
en cuestión. 
 
6. El principio de legalidad en materia sancionadora no se habría visto afectado, en la medida 
que tanto la sanción como el supuesto de hecho se encontraban en la norma. Asimismo, 
el principio de tipicidad no se habría afectado, ya que el supuesto de hecho (acto de 
concentración) sí se habría materializado en la realidad, en atención a lo antes concluido, 
por lo que correspondería sancionar.  
 
7. El principio de razonabilidad si fue vulnerado por la Comisión, al establecer una sanción 
que no correspondía con la infracción realizada, teniendo en consideración los criterios de 
graduación de la sanción. Ello, asimismo, no fue respetado por la Sala, la cual disminuyó 
la sanción a cien (100) UIT, en la medida que, pese a que no hubo un perjuicio 
materialmente causado por la operación de concentración, el principio de razonabilidad 
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también prevé que la sanción que se va a imponer debe también tener un efecto disuasivo 
para que la infracción no vuelva a cometerse, por lo que cien (100) UIT no resultaría 
suficiente. 
 
8. En aplicación del principio de territorialidad, y en virtud a lo pactado por las partes respecto 
de la legislación aplicable al Contrato de Compraventa de Acciones, INDECOPI no posé 
facultades para poder cuestionar la validez y/o eficacia de dicho acto. Lo anterior en la 
medida que una norma de orden interno no puede afectar la soberanía de otro Estado en 
referencia a actos celebrados bajo dicha jurisdicción. 
 
9. Bajo la teoría de los efectos, sí se extiende la aplicación de la norma nacional a territorio 
extranjero, pero únicamente para sancionar posibles actos cuyos efectos puedan resultar 
perjudiciales para la competencia en el Perú. De esta manera, y en atención a la soberanía 
de cada Estado, INDECOPI no tiene la capacidad para cuestionar la validez y/o eficacia 
de un acto jurídico celebrado en el extranjero, más si para sancionar a aquellos agentes 
cuyos actos tengan como efecto una restricción en la competencia. En el presente caso 
se puede ver que ello sí ocurre, ya que la sola posibilidad de influenciar en la empresa 







Se adjunta al presente informe las siguientes piezas procedimentales: 
 
1. Resolución N° 051-2001/CLC-INDECOPI, mediante la cual INDECOPI comunica a Enel el 
inicio del procedimiento administrativo sancionador en su contra. 
 
2. Resolución N° 058-2009/CLC-INDECOPI, mediante la cual INDECOPI autoriza la 
operación de concentración de Enel y Endesa. 
 
3. Escrito de Enel presentado sus descargos ante la Resolución N° 051-2001/CLC-
INDECOPI 
 
4. Resolución N° 001-2010/CLC-INDECOPI, mediante la cual se sanciona a Enel con una 
multa ascendente a mil (1,000) UIT. 
 
5. Escrito de apelación de Enel ante la Resolución N° 001-2010/CLC-INDECOPI. 
 
6. Resolución N° 0794-2011/SC1-INDECOPI, mediante la cual se reduce la sanción 
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"Artículo 9. - Quedan comprendidos dentro del ámbito de la 
presente Ley, aquellos actos de concentración que no obstante 
realizarse en el extraniero, involucren directa o indirectamente a 
empresas que, desarrollan actividades de generación y/o de 
transmisión y/o de distribución de energía eléctrica ea el territorio 
nacional" (subrayado agregado). 
La norma antes trascrita sujeta a los actos de concentración 
realizados en el extranjero por sociedades que no están 
constituidas en territorio peruano, a los mecanismos de 
autorización previa domésticos, en tanto tales actos sean 
susceptibles de tener por efecto alterar el control sobre empresas 
que realizan actividades dentro del Perú. 
Nótese que el artículo 9 en cuestión expresamente alude a 'actos 
de concentración', es decir, a los actos jurídicos que conllevan 
como efecto un cambio de control sobre las empresas afectadas. El 
hecho que estos actos jurídicos celebrados en el extranjero tengan 
efectos de concentración sobre empresas ubicadas en el Perú, 
determina que se gatille la obligación de notificar tal concentración, 
solicitando su autorización ante las autoridades nacionales. No . · 
obstante, esto último no extiende la aplicación territorial de Ley de 
Concentraciones y su Reglamento, ni la competencia de la 
Comisión, al ámbito de la jurisdicción extranjera en la que se lleva 
a cabo el acto. El acto de concentración, como acto jurídico, se 
regirá en todo lo concerniente a su celebración, validez y eficacia, 
por las normas de derecho privado que resulten aplicables 
conforme a la ley del lugar de su celebración. De manera 
consistente con la aplicación de la teoría de · los efectos, la 
{379964.DOC v.S} 












































































 
 
 
 
 
 
 
 
 
Anexo 6 
 

































